LO MEJOR DEL DOMINGO

LA MEJOR COLUMNA

EL TIEMPO
EL CALVARIO DE SANTOS
Mauricio Vargas

En su séptimo año, el retrovisor que tanto usó Santos para culpar a su antecesor, ya no le alcanza.

Con cuentagotas, pero inclementes como tortura china, se suceden las revelaciones del caso Odebrecht, que ya golpeó al gobierno pasado y al excandidato presidencial del uribismo Óscar Iván Zuluaga y ahora acosa, a diario, al presidente Juan Manuel Santos. El primer mandatario ya no puede decir, como alegaba en diciembre, que su gobierno está limpio de esos dineros corruptos. De hecho, el gerente de sus dos campañas, su amigo personal y hombre influyente en su administración, Roberto Prieto, aparece en varias declaraciones en la Fiscalía como personaje clave para Odebrecht.

Liquidado desde hace mucho en las encuestas de popularidad interna, el Presidente se aferraba a su prestigio internacional, derivado de su batalla por un acuerdo de paz con las Farc y que obtuvo sello de aprobación con el premio Nobel que recibió en Oslo en diciembre. Pero ahora que la prensa internacional ha empaquetado su administración con las otras que en América Latina fueron untadas por los sobornos de Odebrecht, ese prestigio ha perdido brillo.

A seis meses de completar su séptimo año de gobierno, el retrovisor que tanto utilizó para culpar a su antecesor ya no le alcanza. Cuando mira por él, Santos no ve más que su propia imagen, lo mismo en la tragedia social de La Guajira, en la postración de una economía que hoy apenas crece al 2 por ciento, en la crisis irresoluta de los servicios de salud o en la corrupción que protagonizan, entre otros, sus principales aliados en el Congreso, como aquella poderosa mafia de Córdoba, muy mentada en estos días. Y el sector de infraestructura, donde Santos muestra excelentes resultados, ha terminado manchado por Odebrecht.

Incluso su gran éxito, la terminación del conflicto armado con las Farc, luce hoy afectado. Cuando se aproxima la fecha para el arranque del desarme de cerca de 7.000 guerrilleros, hecho histórico desde donde se lo mire, la torpeza del ministro del Interior, Juan Fernando Cristo, y del exministro de Justicia Yesid Reyes, que pactaron en una mesa paralela a la de La Habana lo atinente a la Jurisdicción Especial de Paz, con tantos privilegios para los guerrilleros como trampas para los militares, ha opacado la extraordinaria noticia de la desmovilización de las Farc.

Si no es por el fiscal Néstor H. Martínez, y por congresistas que han resultado menos borregos de lo que muchos creían, la goleada a favor de los exguerrilleros y en contra de los militares habría sido muy abultada en el texto que avanza en el Congreso. El resto del panorama tampoco ayuda: el Eln está convencido de que el terrorismo es la respuesta a la enorme generosidad del Gobierno, y además hay demoras y hasta denuncias de corrupción en la instalación de los campamentos donde las Farc se están concentrando.

En el Gobierno reina el despelote. El ministro Cristo –que, por fortuna para Santos, ya se va– propone una reforma política sin consultarla con su jefe. El ministro de Minas, Germán Arce, les pega un totazo a las finanzas de los municipios y, ante las protestas de los alcaldes, se ve obligado a echar reversa.

La cosa está tan grave que hace pocos días trajeron de urgencia a la exministra de la Presidencia, María Lorena Gutiérrez, a quien el Presidente había mandado al exilio en la embajada de Alemania, después de que ella se opusiera como gato patas arriba a que Santos incluyera en la terna para fiscal a Néstor H. Martínez, quien parece haber resultado tan independiente como María Lorena temía y por eso, desde el propio Palacio, tratan de desprestigiarlo. Vino ella a encabezar un comité de crisis. Apenas normal: el Gobierno está en crisis y a este paso, entre escándalos, economía débil y desorden en el equipo de gobierno, el año y medio que le queda a Santos le resultará un calvario.

CORRUPCION

EL ESPECTADOR

RESPETO POR LA GUAJIRA
Indalecio Dangond B.
Es lo que estamos exigiendo los 960 mil guajiros al presidente Juan Manuel Santos. No le queda bien al presidente, tratar de ocultar el fracaso de su gestión frente a la crisis social y política del departamento, estigmatizando a los guajiros de corruptos.

Suspenderle las funciones de ordenadores del gasto a unos incautos secretarios departamentales no resuelve el problema de la corrupción en el departamento. Ni el más despistado de los colombianos se traga ese cuento. Para nadie es un secreto que los verdaderos ordenadores de los recursos del Sistema General de Participación en salud, educación, agua potable y saneamiento básico, del manejo de los contratos de los comedores escolares y de las vías terciarias en La Guajira, son los cuestionados congresistas de su coalición de gobierno. En los siete años de la administración Santos, han dilapidado unos 3 billones de pesos en el departamento.

El culpable de que el 32% de la población guajira siga sin agua potable porque no han puesto a operar la represa del Rio Ranchería -con una capacidad de 198 millones de metros cúbicos de agua-, es el ministerio de Vivienda. El culpable del descarado robo en los comedores escolares de niños en extrema pobreza, es el ministerio de Educación, a quien, por ley, le corresponde administrar y ejercer control de los recursos del Programa de Alimentación Escolar -PAE-. El único responsable que en el departamento se roben los dineros de las jornadas de vacunación, que no exista una red pública eficiente de hospitales y se mueran más de 300 niños wayuu al año por desnutrición, es el ministerio de Salud y Protección Social.

Los guajiros tampoco tenemos la culpa, que unos gobernadores elegidos por su coalición de gobierno, se hayan gastado 135.000 millones de pesos en la construcción de 57 colegios, $10.858 millones de las regalías en la construcción de un acueducto que usted mismo inauguró en un corregimiento de Riohacha, sin tener siquiera los títulos de propiedad del predio y lo hayan puesto a inaugurar unos pozos profundos que fueron construidos por el General Rojas Pinilla hace 60 años.

Claramente, la propuesta del gobierno Santos de crear un grupo élite para combatir la corrupción en La Guajira, es un mal chiste. En nuestro departamento no se autoriza la compra de un rollo de papel higiénico sin el visto bueno de los congresistas de la coalición de su gobierno. Como dicen los abuelos, lo que hicieron fue cambiarle de collar al perro.

Si el presidente Santos, hubiese aceptado nuestra sugerencia de aplazar la elección de gobernador, mientras se terminaba el proceso de saneamiento de las finanzas del departamento y se judicializaran a todos los funcionarios públicos implicados en los supuestos hechos de corrupción, hoy no estuviéramos lamentando esta crisis social, política y económica por la que atraviesa nuestro departamento de La Guajira. Aquí surgen varias preguntas. ¿A quienes estaba poniendo nerviosos el anterior gobernador encargado Jorge Enrique Vélez? ¿A qué congresistas, altos funcionarios del gobierno y contratistas están protegiendo? Sería sano para el país y para los guajiros, que el Gobierno ayude a resolver estas dudas.

Es igual de corrupto, el que corrompe, como el corrompido. 

¿PARA QUIÉN TRABAJAN EL FISCAL Y EL SUPERINTENDENTE?
José Roberto Acosta
Cualquier colombiano entiende que si se mete en un pleito jurídico con alguien, lo peor que le puede pasar es que quien lo investigue o juzgue sea amigo de la contraparte. Y en el caso de los contratos de obras de infraestructura que la Nación ha suscrito con diferentes consorcios, estos últimos son la contraparte de los ciudadanos en caso de disputa.

Ya que el fiscal general de la Nación ha sido amigo entrañable de Luis Carlos Sarmiento, y las empresas de este último están involucradas como parte del consorcio que se encargó de construir la Ruta del Sol tramo 2, en sociedad con la corrupta Odebrecht, se justifica sospechar del buen rumbo de las investigaciones.

Por otro lado, llama la atención la intervención del superintendente de Industria y Comercio (SIC) en este mismo contrato. Recientemente ordenó su liquidación mediante la resolución 5216, aplicando una medida cautelar muy sui generis, sustentada en la existencia de prácticas para limitar la libre competencia por cuenta de Odebrecht, que mediante sobornos eliminó a sus competidores en la licitación. Esto implica una causa ilícita del contrato e incumplimiento de los principios de buena fe y lealtad contractual por parte del consorcio, del que forma parte una empresa del conglomerado de Luis Carlos Sarmiento.

Esto último hubiera sido suficiente para aplicar caducidad contractual, sacándolos por la puerta de atrás y sin un peso más del erario. Pero que la SIC declare liquidación y no caducidad da pie a que Odebrecht recupere $441.000 millones adicionales, a pesar de sus delitos.

Por esas vueltas que da la vida, Luis Carlos Sarmiento también está involucrado como administrador de las garantías del cuantioso crédito del Banco Agrario al Consorcio Navelena por cuenta de Fiduciaria de Occidente y como estructurador de ese proyecto por medio de Corficol, quien en un documento confidencial citó a Martínez Neira Abogados y a Fedesarrollo como asesores, prueba reina que nadie ha tachado de falsa.

El fiscal general y el superintendente mencionado son “fichas” del vicepresidente Vargas Lleras y, aunque deben defender los intereses de la Nación, son seres humanos vulnerables a grandes presiones y fuertes intereses de privados.
Si el árbitro está cargado a una de las partes, tocará cambiarlo. De lo contrario, en las tribunas habrá desconfianza y rebelión.

¿OTRO NOBEL?
Alberto Donadio
Un imputado por la Fiscalía, el exsenador Otto Bula, declara que un millón de dólares de los sobornos pagados por la constructora brasileña Odebrecht ingresaron a la campaña de reelección de Juan Manuel Santos en 2014, es decir, una suma casi igual al valor monetario de los premios Nobel.

¿Por qué el presidente Santos no afirma categóricamente que no es cierto? ¿Porque la acusación es cierta?

El mes pasado, durante la posesión del procurador, Santos señaló: “Ningún familiar mío ha hecho un solo negocio con el Gobierno o ha sugerido o estado envuelto en algún tipo de tráfico de influencias... Ninguno de mis hijos o hermanos, ni mi señora ni mis cuñados, ninguno ha tenido el más mínimo cuestionamiento... Ninguno de mis altos funcionarios ha sido condenado o seriamente acusado de algún acto de corrupción... No tengo —y espero no tener jamás— a ninguno de mis más cercanos colaboradores en la cárcel por corruptos”.

¿Por qué enmudece el presidente, que sabe expresarse de manera rotunda y categórica frente a acusaciones que no se le han formulado?

¿Por qué tienen que dar explicaciones terceros como Roberto Prieto, el gerente de la campaña, para manifestar que “entrega de dinero no pudo haber” cuando es el presidente el llamado a afirmar sin rodeos que a su campaña no entraron sobornos de Odebrecht?

¿Por qué el presidente, maestro en acusar a su antecesor mediante comparaciones, ahora le cede la palabra a su gabinete para que sean sus ministros, el vicepresidente y hasta la directora de Coldeportes quienes hablen por él?

¿Por qué los ministros afirman que la honestidad del presidente “nunca se ha puesto en duda” y que han “sido testigos de su actitud vertical” y que “no cesaremos en el empeño de combatir con contundencia cualquier forma de corrupción”? ¿Por qué esa defensa genérica cuando la claridad que se busca es específica?

¿Por qué el gabinete se remite a la declaración del fiscal general de que “no hay ninguna prueba documental que muestre el posible ingreso de dineros de la firma Odebrecht a la campaña de Juan Manuel Santos” cuando el propio presidente podría indicar en un discurso suyo que la acusación de Otto Bula es falsa de toda falsedad?

¿Por qué los ministros confían en que el Consejo Nacional Electoral “avance rápidamente en las investigaciones para concluir con la verdad de este episodio” cuando el presidente jamás ha tenido que esperar el resultado de investigaciones para manifestar de forma convincente que no hay cuestionamientos sobre sus hijos, hermanos, cuñados y cónyuge?

¿Por qué Juan Fernando Cristo, María Ángela Holguín, Mauricio Cárdenas y los demás ministros tienen que aseverar que “resulta absurdo e inaceptable que personajes de dudosa reputación... pretendan enlodar la campaña presidencial de 2014” cuando sería suficiente que el presidente afirme por su cuenta que sus familiares no han hecho negocios con el Gobierno y que a su campaña no entró dinero de Odebrecht?

¿Por qué desviar la atención hacia la dudosa reputación de Otto Bula cuando lo que el país espera es un desmentido terminante del Premio Nobel de la Paz 2016?

LIBRANZAS Y CONTRATACIONES PÚBLICAS

Eduardo Sarmiento

En los últimos días se presentaron serios trastornos por la aparición de pirámides en las libranzas y los sobornos cometidos por la empresa Odebrecht. En ambos eventos quedan al descubierto serias falencias institucionales.

En los cursos elementales de contabilidad se encuentra que los activos (edificios, equipos y sistemas de transporte) son iguales a los pasivos (deudas y patrimonios). Hace cien años se descubrió que cuando las instituciones financieras crecen rápidamente, los activos remunerados superan los pasivos. Las empresas experimentan grandes ganancias que se diluyen en la medida que declinan la entrada de los ahorradores, incluso hasta volverse negativas. Los administradores proceden a sacar los recursos, lo mismo que los más informados, a sabiendas que los últimos no podrán recuperar los activos.

En el fondo se trata de un engaño en el cual ganan los más informados y pierden la mayoría. Por tal razón las prácticas son prohibidas y sancionadas en la mayoría de los países. El sistema de libranzas es una invitación en la dirección contraria. Las organizaciones conceden préstamos a los empleados públicos y los pagarés se colocan en el mercado. Los administradores están en capacidad de fijar altas tasas de interés, que en la exuberancia llegaron a 22 %, para atraer ahorradores y conformar la burbuja.

Las autoridades de vigilancia no tienen los medios ni la competencia para detectar las irregularidades. La diferencia entre los activos y pasivos, que constituye la clara demostración de la burbuja, no aparece en los balances; sólo se capta en los cruces financieros. Así la alta tasa de interés pasiva con respecto a la activa y los niveles dominantes del mercado constituye un claro indicio de que los activos superan los pasivos y que un buen número de los ahorradores no recuperarán la inversión. Lamentablemente, tanto en Interbolsa como en las libranzas las superintendencias sólo se percataron de las burbujas cuando explotaron.

No menos diciente es la información de las obras viales. Los proyectos salen valiendo más del doble de lo presupuestado o asignado por la licitación pública. A la luz de esta información, los concesionarios están dispuestos a iniciar el negocio a pérdidas y esperar que las utilidades se obtengan más tarde por la vía de los sobrecostos. De hecho, quedan expuestos a cambiar los diseños, intereses políticos, prestamos de la ANI y sobornos. Sin ir lejos, los episodios de Odebrecht dejan al descubierto una clara relación entre la entrega de los sobornos y los cambios drásticos en las condiciones establecidas inicialmente en la licitación pública. Al igual que ocurre con las pirámides, la operación no deja rastros en los balances contables. La comisión se entrega y se distribuye a través de los bancos internacionales.

Los incentivos están mal puestos. La ganancia del proyecto no está en cumplir las especificaciones técnicas y suministrar el producto al menor costo y mayor calidad, sino en justificar los sobrecostos.

Las pirámides y las contrataciones de obras públicas aparecen como áreas donde las irregularidades vienen de tiempo atrás, prosperan por deficiencias institucionales y generan grandes transferencias de riqueza. En el caso de las pirámides la solución está en perfeccionar la información de los intermediarios financieros y fortalecer la competencia de las superintendencias para evitar los desequilibrios financieros e intervenir en el momento adecuado. En las obras públicas habría que empezar por prohibir los cambios de diseño de los constructores, mantener las reglas del juego definidas en las licitaciones públicas y avanzar en sistemas de subastas que aseguren que el valor inicial del proyecto corresponde a los costos reales.

YO TE ELIJO, TÚ ME CONTRATAS
Yohir Akerman

El entrante ministro de Justicia, Enrique de Jesús Gil Botero, tiene tantos elementos negativos en su hoja de vida como el saliente ministro de Justicia, Jorge Eduardo Londoño.

Pese a que Londoño logró hacer un ministerio sin pena pero tampoco sin gloria, lo que sí consiguió exitosamente fue evadir los interrogantes que existen sobre su historial y sus tropezones con la justicia. 

La nueva cabeza de esa cartera también tiene algunas cosas que responder. Así va la historia.

En abril del 2013, cuando el, en ese momento, fiscal Eduardo Montealegre llevaba un año largo en la entidad, el Consejo de Estado decidió que el período de este polémico funcionario iría hasta el 2016 y no hasta el 2014.

La discusión, que en términos técnicos se daba sobre si el período de cuatro años de los fiscales era personal o institucional, el Consejo de Estado la resolvió en el ámbito personal, lo que le permitió a Montealegre quedarse tres años más en el cargo.

De los 20 consejeros de Estado que defendieron esa posición, el fiscal Montealegre contrató, posteriormente y de forma directa, a la mitad de éstos, lo que se interpretó como una forma de retribuirles el voto a su favor con lo que menos les duele a los funcionarios públicos: los recursos del Estado.

Según se puede comprobar en los registros del Sistema Electrónico de Contratación Pública, el 12 de febrero de 2015 el nuevo ministro de Justicia se llevó un jugoso contrato de 751 millones de pesos para el apoyo y la asesoría jurídica a la Fiscalía General de la Nación “en la formulación, implementación y seguimiento de políticas en asuntos de responsabilidad extracontractual y prevención del daño jurídico”. 

Un contratazo.

Pero parece ser que no funcionó mucho por todos los escándalos que tuvo la Fiscalía de Montealegre por asignación directa de millonarios recursos y el daño jurídico que se hizo durante su administración.

Aunque esa platica se perdió, el exmagistrado Gil Botero ha defendido la utilidad de su contrato con la Fiscalía e incluso dijo que “no fue producto de ningún favor”. 

Contundente, pero hay más.

Otros contratos muestran que el exconsejero Gil Botero obtuvo recursos estatales de personas que también habían sido elegidos o favorecidos por el Consejo de Estado. Van dos ejemplos.

El 16 de septiembre de 2015, el ministro Gil Botero obtuvo un contrato de prestación de servicios por parte del auditor general de la República para “asesorar y apoyar en la proposición de criterios unificados para el ejercicio de la vigilancia fiscal” por casi 39 millones de pesos. 

Pequeño, pero a eso hay que sumarle el acuerdo del 22 de febrero de 2016, en donde el exconsejero Gil Botero obtuvo otros 80 millones de pesos de la misma entidad en cabeza de Carlos Felipe Córdoba Larrarte para “la orientación temática sobre la formación y capacitación de funcionarios y ciudadanos”. 

Es importante recordar que el 22 de julio de 2015, los compañeros del exconsejero Gil Botero en la Sala Plena del Consejo de Estado eligieron al señor Córdoba Larrarte como Auditor General hasta el 2017. 

Aunque no hay nada ilegal en estos temas, sí unas cercanías de tiempos y lugares que dejan una sensación de la puerta giratoria que existe en las entidades públicas entre el yo te elijo y después tú me contratas. El problema es que eso no se ve para nada bien en un ministro encargado de administrar la cartera de la justicia y el derecho.

TRUEQUE
Nicolás Rodriguez
Realmente disparatada e irreal, casi sublime, la entrevista que le hizo la revista Semana al exministro uribista Diego Palacio, condenado en la Corte Suprema por el cohecho de la yidispolítica.

Cuando uno creía haberlo leído todo en materia de cinismos políticos llega un Palacio olímpico con la teoría que faltaba: que el cohecho es lo de menos, que él estaba era trabajando para que la política de seguridad democrática fuese reelegida. Sus delitos, por tanto, entran en la órbita del conflicto armado. ¡Eureka!

No contento con semejante salto de garrocha dice lo siguiente: “Si veo garantías, me acogeré a la JEP”. Y por garantías entiéndase “la imparcialidad necesaria” para que, básicamente, lo declaren inocente.

Tras de ladrón bufón, y ello dos veces. La idea es que la Jurisdicción Especial para la Paz, de la que tanto ha renegado el uribismo, se convierta en la receta de salvación. Ese exministro es un loquillo, sí, pero ya hay quienes consideran que la estrategia tiene sentido.

Indirectamente, la negociación de la reelección habría sido una jugada más del conflicto con las Farc. El propio Palacios explica que ha hecho la tarea investigativa y puede demostrar que hay un consenso entre analistas, académicos y expertos en seguridad frente al impacto del gobierno de Uribe en el conflicto armado. La seguridad democrática, afirma, “era necesaria para ganar la guerra”.

Pues bien: si esa es la verdad con la que el exministro pretende conseguir su libertad, doble debería ser su pena. Cualquier investigación seria sobre el periodo de la política de seguridad democrática muestra que se multiplicaron las violaciones a los derechos humanos. La efectividad de la que hace alarde el exministro se mide en desplazamientos, desaparecidos y connivencia con el proyecto paramilitar.

La justicia es especial para el tema de la paz porque supone algún nivel de arrepentimiento a cambio de la conmutación de la pena. Sin verdad no hay trueque.

SEMANA
IDEAS PARA RECUPERAR LA ILUSIÓN
María Jimena Duzán
Ya es hora de desterrar esas falsas concepciones de la política que nos acostumbraron a conformarnos con muy poco y a no exigirles a los políticos honestidad, ni transparencia, ni preparación. 

Los colombianos estamos perdiendo la ilusión, ese impulso vital que alimenta a los seres humanos y que nos permite creer que lo que uno anhela para su familia, para su país y para el mundo,  es posible. Y lo más  grave es que la estamos perdiendo en el momento histórico en que más necesitamos creer en nuestros sueños.

La mala política, los escándalos de corrupción, una justicia que solo es capaz de encerrar a los peces pequeños, la polarización encarnizada y hasta el Twitter de Trump, nos están matando la ilusión. 

Por eso, yo que todavía no me dejo ganar por la desilusión, me he tomado el trabajo de hacer una lista de algunas premisas que nos pueden servir para recuperar la esperanza en estos momentos en que el mundo entero parece estar olvidando sus anhelos.

La primera consigna: es hora de revelarnos contra la mala política que se practica en el país y de salir a las calles a protestar para quitarles esa bandera a los corruptos que la están agitando de manera cínica: al impúdico Alejandro Ordóñez, el exprocurador destituido de su cargo por haber nombrado a familiares de los magistrados que lo nominaron y al uribismo cuya autoridad moral para denunciar actos de corrupción es solo igual al tamaño de los escándalos que lleva a cuestas: el robo en la Dirección Nacional de Estupefacientes, la feria de puestos y notarías que entregó a los congresistas para que le cambiaran un articulito que le permitió revivir la reelección y que luego él mismo usufructuó; las coimas que Odebrecht y otros contratistas habrían dado en su gobierno para hacerse a los grandes proyectos de infraestructura,  que hoy de nuevo están aflorando y, desde luego, su récord histórico de ser el gobierno con el más alto número de funcionarios y políticos tras las rejas,  prófugos de la justicia y extraditados. Para salir a agitar la bandera de la anticorrupción se tienen que tener las manos limpias. Y si mañana a los Benedettis de la Unidad Nacional les da también por salir a enarbolar la lucha contra la corrupción, pues también habrá que salirles al paso.   

La segunda consigna: en las próximas elecciones no hay que votar por los mismos corruptos de siempre, así hayan repartido becas, hecho carreteras y construido parques –como lo hizo Kiko Gómez en La Guajira –. Pablo Escobar, mientras decidía a quién mandaba a matar, también construyó canchas de fútbol y polideportivos en los cerros pobres de Medellín y eso no lo convirtió en el Roosevelt de la política colombiana.

La buena política es el arte de hacer posible lo imposible y de convertir nuestros sueños en realidad. La mala es la que hace de la política una irremediable y continua decepción; que la convierte en un pesado lastre que se aprende a sobrellevar porque la sociedad no tiene más remedio. Esa mala política es la que se ha tomado a Colombia: aquí es normal que un político exitoso tenga que venderle el alma al diablo, que deba hipotecar su independencia a los contratistas que financian sus campañas, que se robe el dinero de la salud, de la educación y de los niños malnutridos.

Nada de eso es normal ni necesario para existir. Ya es hora de comenzar a desterrar esas falsas concepciones de la política que nos acostumbraron a conformarnos con muy poco y a no exigirles a los políticos honestidad, ni transparencia ni preparación. No más concesiones inauditas a políticos que no se lo merecen. Las próximas elecciones los ciudadanos deberíamos castigar con el voto a quienes han convertido la política en un ejercicio indigno y no volver a votar por ellos.  

Tercera consigna: hay que salir a protestar con el objetivo de recuperar la buena política. Que el establecimiento político colombiano sepa que la sociedad no aguanta más su permisividad. Dejaron que la política se convirtiera en un club privado en el que solo entran los especímenes más corruptos y en donde hay partidos agónicos que se sostienen en corruptos aparatos clientelistas que funcionan como fincas de expresidentes. Así, de taquito, han ido dejando por fuera a las fuerzas nuevas, a los movimientos sociales y a los políticos honestos por temor a que todo este nuevo mundo les quite poder y los empequeñezca. Ellos le temen a la buena política, que transforma la sociedad y que la lleva a su máximo desarrollo democrático. Prefieren la mala política, que nos condena al atraso histórico, nos vuelve más dóciles a la manipulación y nos convierte en ciudadanos sin ninguna dignidad.

La cuarta consigna: no dejarse llevar por las fábulas de la posverdad que ofrecen las redes sociales. Mire su Twitter, vea su Facebook, pero hágalo sin que su intelecto quede capturado. Vuelva a la poesía, lea a Dante, a Shakespeare y a Dostoievsky para comprender la condición humana.  Para que este mundo virtual no le quite sus ilusiones, ni los anhelos de paz, ni sus sueños de un mundo mejor, no se entregue a las redes porque estas terminarán tragándoselo.

Yo todavía tengo la ilusión de que mis hijas puedan vivir un país en paz distinto al que me tocó padecer. Y esa ilusión solo se va a volver realidad el día en que la mala política quede desterrada.
 

EL ABUSO DE LOS ESPAÑOLES Y LA CLASE POLÍTICA SAMARIA
León Valencia
Se ha empezado a hacer justicia. La orden es devolver a la ciudad las redes, toda la información de los usuarios y anular las pretensiones económicas de la compañía.

Me quito el sombrero ante los samarios que pusieron 230.000 firmas en el despacho de la juez tercera administrativa para reclamar la devolución de Metroagua al dominio de la ciudad. Hicieron además una inmensa movilización ciudadana. Lograron que el 16 de febrero el juzgado tomara esta decisión trascendental para la salud y el bienestar del pueblo de Santa Marta. 

Está por terminar el más grande abuso de Inassa, una empresa de aguas de capital español, que en contubernio con la clase política de Santa Marta, había usufructuado, a través de Metroagua, las redes de acueducto y alcantarillado de la ciudad durante 26 años obteniendo enormes ganancias, sin invertir un solo peso en el mejoramiento y ampliación de las redes y en la planta de tratamiento, hasta llegar a una limitada y deplorable prestación de los servicios que significaba enfermedades y sufrimientos, sobre todo en los barrios más pobres y desvalidos.

La historia empezó en abril de 1991 cuando el alcalde José Ignacio Vives Echeverría, en vez de convocar una licitación pública y celebrar un contrato de concesión, utilizó la exótica figura del ‘arriendo de las redes’. Después los alcaldes siguientes: Edgardo Vives Campo, Luis Cuello Lopera, Jaime Solano, Hugo Gnecco y José Francisco Zuñiga  mediante la figura del otrosí, prorrogaron el contrato en cinco oportunidades, suprimieron las regalías y establecieron cláusulas que obligaban a la ciudad a pagar las inversiones que declarara la empresa  si quería recuperar el control de las redes. Todo esto, ante la indiferencia de la dirigencia nacional.

Las consecuencias de este tipo de contratación y de la alcahuetería con los españoles son dramáticas. En pleno siglo XXI, 18.000 familias de la ciudad no tienen en sus casas conexión de acueducto y alcantarillado; con el deterioro de las redes, el 58 por ciento del agua que entra en el sistema se pierde; y los rebosamientos y fugas de las aguas negras envilecen las calles en pleno centro histórico de una ciudad que vive especialmente del turismo.  Pero eso no es lo peor. Cuatro de cada diez niños padecen enfermedades gastrointestinales. 

Para que no queden dudas del abuso, Ángel Garrido, presidente del Consejo de Administración de Canal de Isabel II, la empresa matriz, dijo ante la Asamblea de Madrid, el pasado 5 de abril de 2016,  que desde 2002 hasta 2016, no habían invertido un solo céntimo en las empresas donde tenían participación en América (Colombia, Panamá, Brasil, México, República Dominicana y Ecuador); que ellos cumplían una labor como socios operadores, que las inversiones correspondían a los gobiernos nacionales, regionales y locales, pero que así como no habían invertido un céntimo, sí habían obtenido utilidades por 60 millones de euros en ese tiempo.

En estas querían seguir los españoles con la complicidad de la clase política del Magdalena,  pero en enero de 2012 llegaron a la Alcaldía Carlos Eduardo  Caicedo y  en  2016 Rafael Martínez, mandatarios que le dieron prioridad a recuperar la administración de impuestos que estaba bajo concesiones onerosas a particulares; a intervenir el mercado público, expósito, abandonado a la avaricia de los concesionarios que exprimían jugosas ganancias; y a arrebatarle, por las vías legales y con el concurso de la ciudadanía, el servicio de acueducto y alcantarillado a la ambiciosa y abusiva compañía Interamericana de Aguas S.A. (Inassa).

Han ganado una batalla memorable. El último de los otrosís vence el 17 de abril y los españoles habían interpuesto una reclamación de 58.000 millones de pesos, alegando inversiones realizadas con el propósito de quedarse en la administración de las redes, pero la acción ciudadana encabezada por Caicedo y la valentía de una jueza han cambiado la situación. 

Se ha empezado a hacer justicia. La orden es devolver a la ciudad las redes, toda la información de los usuarios y anular las pretensiones económicas de la compañía Inassa. Ahora le corresponde a la Alcaldía de Rafael Martínez defender el fallo ante tentativas de echarlo para atrás o de incumplirlo, buscar un adecuado operador temporal y abrir una licitación justa que transforme de verdad estos servicios esenciales, en una ciudad que vive la paradoja de estar muriendo de sed cuando está bañada por múltiples ríos y aguas subterráneas que bajan de la Sierra Nevada.

Santa Marta le está dando un ejemplo a todo el país. Lo que ocurrió allí durante 26 años no es un caso aislado. La mala prestación de los servicios públicos es la regla a lo largo y ancho del territorio nacional. En un sinnúmero de municipios la alianza entre políticos corruptos y empresas inescrupulosas no permite una prestación digna de los servicios esenciales. Electricaribe es una prueba fehaciente de atropello a una región y a sus pobladores. Pero en todas partes se puede levantar la ciudadanía y pueden surgir líderes políticos con una ética pública que los empuja a ponerse del lado de los usuarios y no de las empresas que los aceitan con coimas y prebendas. 

EL TIEMPO
REFORMA POLÍTICA

Rudolf Hommes

Se trata de crear una cultura que condene la corrupción, la indelicadeza y el abuso del poder.

La reforma política que Colombia requiere con urgencia y debería emprender aprovechando la indignación que ha causado Odebrecht tendría un objetivo principal: establecer, más allá de cualquier duda, que el Estado y su administración son para proveer un servicio público que consiste en gobernar en forma competente y honorable, con voluntad de servicio y de sacrificio. En su conjunto, el sistema político y el Estado son responsables de gobernar bien, en beneficio de la comunidad por cuya seguridad, bienestar, prosperidad y tranquilidad deben velar, sujetos a reglas y restricciones que les ha impuesto la misma comunidad.

Si esto se pudiera regular, se impediría que los políticos usen el Estado como si fuera su coto de caza y que actúen como si las empresas públicas no le pertenecieran al público, sino a las élites políticas regionales y nacionales. El empleo público no sería para recompensar a los políticos, o para facilitar que los escogidos para puestos oficiales o sus padrinos salgan elegidos habiéndole pasado al Estado los costos de la elección. El sistema político existente tendría que ser sometido a un cambio extremo para desterrar el clientelismo, que ha convertido al Estado en un mercado y al trueque indebido de favores y privilegios en su medio de pago.

La reforma que se necesita no es de las reglas electorales ni tiene que ver con el número de años del período presidencial, o cómo se financian las campañas. Se trata de crear una cultura que induzca buenas prácticas en el ejercicio de la política, condene la corrupción, la indelicadeza y el abuso del poder para beneficio propio o de sus colaboradores y haga que quienes ostentan el poder respalden sus discursos con ejecutorias.

El problema con la corrupción, a pesar de que provoca indignación, es que la dan por hecha. En Colombia, la gente presupone que los políticos o los funcionarios aprovechan su posición para obtener beneficios personales. Esto ha dado lugar a un umbral muy alto de tolerancia con la corrupción, que no se deriva de que la acepten sino de que esperan que ocurra. Soportan al transgresor con el argumento de que “así es la política”, y no esperan cambios. Y los políticos infractores aprovechan eso para defenderse tratando de ensuciar a sus rivales, lo que refuerza la mala imagen de todos.

Esa cultura y la proclividad del sistema político a sucumbir a tentaciones están fuertemente arraigadas y no se van a mosquear con reformas como las que propone el Gobierno. Pero es algo que tiene que cambiar, no solamente por razones éticas, que en Colombia son poco efectivas para inducir correctivos, sino porque la corrupción le impone un costo a la sociedad muchas veces superior a las sumas derivadas de ella. Por ejemplo, en Colombia, con más de un siglo de retraso, se concibió y se puso por fin en marcha un programa estrella de construcción de infraestructura (4G), y este puede colapsar o abortar porque un puñado de políticos lo usaron para recibir sobornos, con lo que pusieron en riesgo la ejecución de obras que valen más de 3.330 veces lo que ellos supuestamente recibieron. Otras veces los costos no son monetarios, sino de vidas humanas, como las de los niños que mueren de hambre o no se desarrollan porque los proveedores de almuerzos escolares reducen o suprimen fraudulentamente su contenido nutricional.

Esto tiene que parar. Hacen falta liderazgo, una voluntad política inequívoca y una férrea disciplina. Ayuda que la justicia castigue a los culpables, pero no en forma errática o arbitraria. Lo principal es que el público ponga a un lado la apatía o la desconfianza en que algo se pueda hacer y vote por los pocos candidatos que se comprometan a combatir el clientelismo, la corrupción y el incumplimiento de las obligaciones del Estado.
EL COLOMBIANO
COLOMBIA: CORRUPCIÓN Y SERVICIO PÚBLICO

Carlos Alberto Giraldo Monsalve
Los ciudadanos, los contribuyentes, no tienen un día de tregua en Colombia: se ahondan las denuncias y la gravedad del caso Odebrecht. En La Guajira no se detienen las componendas para saquear el erario. En Medellín la Contraloría denuncia que un lote en la Central Mayorista se vendió por menos de lo que le costó al Municipio y que en la operación, de acuerdo con el avalúo del predio, habría un daño fiscal de $10.981 millones.

Se trata de una sinvergüencería campante y delirante. Alcaldes empapelados por asignar obras a dedo. Candidatos presidenciales, ministros y exministros protagonistas de supuestas recepciones de dinero por fuera de campañas y despachos. Y para completar, una justicia que se percibe inoperante, paquidérmica, cuya estructura está llena de grietas y moho. Escurre el hedor por todos lados.

Trabajar en lo público se ha convertido en una carrera expedita al enriquecimiento, no en una opción de servicio. Funcionarios obsesionados con trasformarse en nuevos ricos. Opulentos, pantalleros, despilfarradores.

De ese tamaño son la indignación y la frustración de la comunidad que ve cómo prosperan detrimentos patrimoniales de cientos y miles de millones de pesos. Obras inconclusas, empresas ficticias, contratos leoninos. Una podredumbre desesperante en un país que además ve crecer sus índices de drogadicción, de enfermedades mentales y de inequidad.

A dónde nos llevan estos personajes, que no se cansan de hacer truquitos para dar la mordida, para conseguir la comisión y la coima, para quedarse con todo bien que pueda pasar a sus arcas o a las de sus amigotes y camarillas. Es descarado, es humillante, es ofensivo que actúen con tal impunidad, en medio del silencio y la anestesia de una comunidad y una sociedad civil dispersas, fragmentadas.

Ojalá las próximas elecciones puedan marcar algún cambio de rumbo, una transición a gobiernos decentes, pulcros, que merezcan la estimación y confianza de los electores. Que se abran paso líderes y dirigentes probos. Conservadores, liberales, progresistas, ecologistas o socialistas, por encima de todo demócratas, que nos permitan reinventarnos como sociedad y país. Gente cuyo signo sea el respeto por y desde el servicio público, con trasparencia.

Hay sentimientos cada vez más acentuados de decepción, de cansancio, de malestar, de desencanto, ante estas cadenas de corrupción y mentiras. Al escribir así, panfletario, descargado, recoge uno las chispas de rabia y desvelo que saltan de una ciudadanía reventada por tanta ratería y desprestigio juntos.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR
EL PIB Y LA INFRAESTRUCTURA

Armando Montenegro

Según el Dane, la economía creció en los últimos meses de 2016 a una tasa del 1,6 %, la más baja, después de la del tercer trimestre de ese año, en los últimos 29 trimestres. Y en lo corrido de este año, infortunadamente, siguen presentándose algunas señales que sugieren que está ocurriendo una mayor desaceleración de la actividad productiva. Fedesarrollo reportó que la confianza del consumidor tuvo en enero su peor registro desde 2001; la demanda de energía registró en dicho mes una caída del 3,5 %; la cartera bancaria mostró un crecimiento del 7 % anual, apenas unos pocos puntos por encima de la tasa de inflación; la cartera comercial viene exhibiendo aumentos menguantes, con un escaso 2,7 % anual en enero; y la cartera vencida de consumo presenta una tasa de crecimiento ascendente que alcanzó el 13,4 % en enero.

Ante este panorama, cualquier analista juicioso puede concluir que para lograr la tasa de crecimiento que espera el gobierno este año, del 2,5 %, o la que pronostican muchos analistas, del 2 %, es necesario tomar medidas para, primero, frenar la tendencia a la desaceleración y, luego, impulsar la producción, la inversión y el consumo.

Varios observadores han señalado que fue por esta razón que el gobierno puso en marcha el programa Colombia Repunta con sus numerosos componentes dirigidos a asegurar que se adelante aceleradamente una serie de obras de infraestructura y se apliquen varios estímulos a la actividad económica. Las autoridades sostienen que, si se alcanzan todos sus objetivos, este plan podría lograr un impulso del PIB del orden del 1,3 % en este año.

Por otra parte, el gobierno, encabezado por el propio presidente de la República, ha puesto de presente que la reactivación económica de este año también requiere de la oportuna baja de las tasas de interés, una medida cuya cuota inicial se dio el viernes pasado en la junta del Emisor.

En los últimos días, sin embargo, han aparecido algunos nubarrones que podrían dificultar el cumplimiento de las metas de crecimiento económico. Se trata de los problemas que enfrentan las entidades de crédito para seguir financiando el ambicioso programa de construcción de carreteras, 4G, y otras obras de infraestructura a cargo de importantes firmas de ingeniería vinculadas o potencialmente vinculadas a las sonadas investigaciones sobre corrupción. A raíz de estas circunstancias se han manifestado una serie de riesgos que, si no se mitigan en forma adecuada y oportuna, impedirán que se produzcan los necesarios desembolsos de recursos a los programas en marcha.

Sobra anotar que la desaceleración del programa 4G puede tener un impacto importante sobre el crecimiento en este año, dado que se esperaba que el sector de obras civiles, por sí solo, sin considerar sus efectos multiplicadores sobre el resto de la economía, aportara cerca de medio punto al crecimiento del PIB (la cuarta parte de todo el crecimiento previsto para este año).

Es necesario que, muy pronto, las autoridades, las entidades de crédito y los gremios involucrados encuentren mecanismos idóneos para mitigar los riesgos que se están presentando con el objeto de permitir que puedan continuar la financiación y la construcción de las obras de infraestructura del programa bandera de este gobierno. De otra forma podría frustrarse parte de la modesta recuperación de la economía de este año.

EL BANCO DE LA REPÚBLICA Y LOS ACTOS DE GOBIERNO

Editorial

La Constitución de 1991 estableció la independencia del Banco de la República del Ejecutivo en una decisión motivada por el amplio consenso académico que sugiere que las decisiones monetarias deberían estar desligadas de la política, de las elecciones y de las necesidades fiscales del gobierno de turno. Sabiamente, la Constituyente dejó al ministro de Hacienda como miembro de la Junta del Banco de manera que, si bien solo tiene un voto, su presencia garantiza que la información entre el Gobierno y el Emisor fluya y que los argumentos de ambos tengan un escenario de debate interno permanente. Fuera del ministro, la Constituyente estableció que la Junta del Banco contaría con el gerente del Emisor y con cinco codirectores independientes. De estos cinco, cada gobierno sólo podría cambiar a mitad de su mandato a dos de ellos, de manera que nunca el gobierno de turno tendría control de la Junta. A lo sumo tendría tres personas designadas por éste: el ministro y dos codirectores.

Años más tarde, al permitir la reelección presidencial, estos pesos y contrapesos se fueron al traste. En un segundo mandato presidencial, al cambiar a dos codirectores más, el gobierno de turno queda con mayoría absoluta en la Junta del Emisor. Esta semana, con la designación de Gerardo Hernández como codirector, empezó esa segunda ronda de cambios en la Junta con un agravante: en 2017, además de esos cambios, hubo elección de nuevo gerente del Banco al cumplirse el periodo máximo del anterior. El elegido, Juan José Echavarría, era para muchos el candidato del Gobierno pues acompañó al hoy presidente en el Ministerio de Comercio en los años 90 y fue el jefe programático en su más reciente campaña presidencial.

En esa coyuntura resultó particularmente sorprendente ver al nuevo gerente del Banco en la tarima de un acto de gobierno, el lanzamiento de Colombia Repunta, al lado del ministro de Hacienda y del presidente. La tradición manda que el gerente del Banco y su Junta no asistan a actos de gobierno. Pero durante una coyuntura donde está en entredicho la independencia del nuevo gerente y la mayor parte de los codirectores ha sido elegida por el presidente, debería exigirse aún más recato. Justamente por esa razón varios analistas manifestaron su extrañeza por la presencia del gerente del Banco en la tarima del evento y de la Junta entre los asistentes. Allí, de hecho, el gerente se expuso a presiones explícitas tanto de gremios como del mismo presidente de la República, que le sugerían que debía bajar las tasas en la siguiente Junta.

La mencionada Junta fue el viernes pasado. ¿La decisión? Bajar la tasa de interés como había pedido el presidente. Si esa reducción hubiera sido bajo la gerencia anterior, sin la cercanía del nuevo gerente con el presidente y sin mayoría de codirectores elegidos por este gobierno, la decisión no estaría cargada de suspicacias. Estaríamos discutiendo las razones económicas de la reducción y las consecuencias de la misma. Pero resulta imposible desligar la decisión del Banco de la jocosa petición presidencial en Colombia Repunta y de sus mayorías en la Junta.

El nuevo gerente tiene ahora un reto enorme: preservar la independencia del Banco y su credibilidad. En ambos frentes, en menos de dos meses al mando, se gastó una buena parte de su capital. Y harían bien el presidente y el ministro en no volver a presionar con la opinión pública al Banco. El palo no está para cucharas.

FUTURO ECONÓMICO DE COLOMBIA

José Manuel Restrepo

Le escuché decir a un antiguo miembro de la junta directiva de Banco República que “el problema de Colombia no era la macroeconomía, sino todo lo demás”. La afirmación se basaba en los importantes avances que ha tenido el país en la ortodoxia macroeconómica que ha permitido contar con tasas de crecimiento comparativamente altas en el contexto Latinoamericano, a pesar del gigantesco choque de ingresos petroleros, sumados a otros avances como la reducción de la pobreza, así como la construcción de clase media y la significativa disminución de la tasa de desempleo. Naturalmente, alguien podría refutar la afirmación basado en el alto dato de inflación del 2016 o aun en el hecho mismo de que el crecimiento es bastante exiguo si queremos sostener una buena capacidad de generación de empleo e ingresos suficientes para sostener en el futuro los avances sociales previamente descritos.

Me atrevo a recomponer la afirmación para decir que “el problema a largo plazo de Colombia es la economía, por cuanto justamente no hemos sido capaces de dar respuesta a todo lo demás”. Sin embargo, con la necesaria dosis de optimismo, que ojalá nunca perdiéramos, es importante decir que el haber avanzado en un acuerdo de paz (con todas las dificultades y dudas que éste plantee), sumado a la eventual posibilidad de redondear la paz con un acuerdo con el Eln, es un contexto magnífico para construir todos esos otros asuntos que han quedado subyacentes al conflicto y a la violencia en el país.

Hace unos días tuve la fortuna de participar en el foro “El futuro económico y social de Colombia”. con la presencia del premio nobel de economía Joseph Stiglitz, en el que, de la mano de líderes en materia social y económica, representantes gremiales, connotados empresarios y representantes de organismos internacionales, se discutieron todos esos temas que Colombia debe sortear si quisiera dar el salto cualitativo y cuantitativo en materia social y económica y con ello garantizar un crecimiento y desarrollo sostenibles.

Se trata de temas que van más allá de una estrategia coyuntural, como la de Colombia Repunta, y que nos ponen a pensar sobre asuntos prioritarios en política pública. De todos los temas discutidos, quisiera enfatizar en algunos. En primer lugar, la necesidad de abordar el enorme reto fiscal del país no solucionado con la última reforma tributaria y que necesitará recursos frescos para este nuevo escenario del posconflicto (en este asunto bien vale la pena estudiar y debatir la propuesta del profesor Guillermo Perry para ajustar la regla fiscal en función de esas inversiones necesarias, así como el fortalecimiento de la DIAN y la revisión cuidadosa a la eficiencia del gasto público y de las regalías). En segundo lugar, la necesidad de trabajar, más allá de discursos mediáticos de políticos de turno, en el tema de la corrupción, revisando temas como la financiación de las campañas, el régimen electoral, el régimen de contratación, la necesidad de acabar con la informalidad en distintos sectores y la transparencia y eficiencia en los gobiernos nacional y locales. En tercer lugar, la urgencia de avanzar en un modelo de desarrollo con acento en lo regional, con dimensión de sostenibilidad ambiental, con articulación público-privada, con una perspectiva de género y con el fortalecimiento de la participación democrática y la inclusión de distintos actores de la sociedad históricamente marginados. En cuarto lugar, el llamado a construir nuevos liderazgos o referentes creíbles para la política pública, y aun para el liderazgo privado, que sean capaces de conducir a Colombia por un escenario distinto al que hemos transitado, en especial que no sigan ahondando en la polarización. En quinto lugar, la necesidad de revisar nuestra inserción en las políticas globales de comercio exterior y de fortalecer internamente sectores productivos claves, como la agroindustria o el turismo.

Pero el tema central de futuro es ser capaces de diseñar políticas que logren mayores niveles de equidad y que ofrezcan igualdad de oportunidades. No hacer lo anterior puede ser regresar de nuevo en Colombia a la vieja mediocridad del crecimiento de América Latina. Se trata de buscar fórmulas para que verdaderamente repuntemos a largo plazo.

PARO E INTERESES: DOS TIROS EN EL PIE

Luis Carvajal Basto

Aunque la cifra de crecimiento del PIB para 2016, 2%, no sea tan negativa en un entorno internacional ralentizado, cometimos errores que debemos reconocer para no repetir.

Con frecuencia decimos, como justificación, que la economía colombiana en 2016  debió afrontar variables como la caída en los precios del petróleo y el niño, sobre los que no tenemos control o influencia, o la que tenemos mediante el uso de políticas y la acción concertada de ciudadanos y Estado no es determinante. Sin embargo existieron dos factores, claramente recesivos, que contribuyeron al deterioro dependiendo de “nosotros” en gran parte: el alza  en las tasas de interés y el paro camionero sin los que, aunque poco se diga, el resultado hubiese sido diferente.

Y puede, punto aparte, añadirse una más: el efecto de la polarización política; de nuestra la división interna que ha aumentado la incertidumbre y afectado las expectativas, determinantes en la inversión.

El aumento en las tasas de interés, finalmente, está consiguiendo resultados en el control de la inflación, desde 8.97 en julio a  5.47 a 31 de enero. Pero el costo ha sido el “estrangulamiento” de la economía. Es extraño que poco se mencione en los análisis. Debe recordarse que partió de un diagnóstico equivocado pues no se trataba de controlar un exceso de demanda, sino los efectos de la devaluación  en el incremento interno de precios.

Por otra parte el desbordamiento en los alimentos, consecuencia del clima; el paro camionero y, en síntesis, la reducción de la oferta, tampoco era sensible a variaciones en la tasa de interés, lo que se puede comprobar ahora, cuando sabemos que el “crecimiento” del sector agropecuario en 2016, 0.5%, fue, prácticamente, nulo.

Si  el incremento de tasas no correspondió a las causas de la inflación, pudo hacerlo, aunque tampoco se diga, por la vía de la relativa estabilización de la tasa de cambio: ¿Qué habría ocurrido al dólar con unas tasas de interés más bajas? Debemos hacer el cálculo, pero con diferencias tan grandes entre nuestra inflación a julio ,8.97, y  la de Estados Unidos, 0.8%, la subida de tasas fue, con el endeudamiento, una medida  para estabilizar el dólar. Debería informarse con claridad por parte de las autoridades monetarias.

El desempeño de la economía habría sido mucho mejor sin paro camionero .Un episodio en que la administración pareció “sorprendida”, pudiéndose evitar, y las respuestas fueron extemporáneas. Un error de gestión costosísimo  que, hasta ahora, no tiene responsables.

Confrontado con la realidad, el desempeño de la industria manufacturera, 3%, no correspondió con tantas  promesas de sustitución de exportaciones y recuperación del mercado interno. La competitividad que nos dio la devaluación no fue suficiente.

En este 2017 el precio del petróleo  se está ubicando  entre 55 y 60 dólares, lejos de los 28 que alcanzó, lo que  dará un relativo respiro a nuestras finanzas pero no será suficiente para unos niveles de inversión y gasto público como los que necesitamos para confrontar unas perspectivas y un ambiente complicado. Eso  se puede ver en el índice de confianza del consumidor para enero publicado por Fedesarrollo, -30.2, el más bajo desde 2001.Superar ese  pesimismo será nuestro más importante reto en un año preelectoral en el que, adicionalmente, debemos ser cuidadosos con los efectos negativos que la polarización política puede generar en la economía.

Posdata: ¿No es  esta la hora de reformar  la regla fiscal para no “amarrar”  la inversión pública, la mejor herramienta anti recesiva disponible?

LA LEY DEL EMBUDO

Tatiana Acevedo

En sus "Bases para una reforma social agraria”, Carlos Lleras Restrepo advirtió en los 60 sobre la urgencia de una redistribución agraria debido al alto grado de concentración de la propiedad de la tierra. Anotó además que usualmente el número de propietarios era menor que el de propiedades, pues una sola persona podía poseer varios predios distintos. Fue entonces cuando, empezando el Frente Nacional, Lleras denunció la inexistencia de un verdadero sistema de administración de baldíos y la necesidad de perfeccionar el catastro para que las tierras de mayor extensión pagaran sobre avalúos justos, sometiendo los avalúos a vigilancia.

En los dos intentos de reforma de tierras que protagonizó, en el 61 y 68, insistió en que, además de redistribución de baldíos, era necesario ponerles coto a las apropiaciones de tierras por cuenta de personas o empresas que (directa o indirectamente) eran ya propietarias de considerables extensiones. Este tipo de propietarios tenían cómo movilizar plata, topógrafos, notarios y abogados para seguir acumulando. Previendo las dificultades que encontraría a diario, vaticinó que si esto no se materializaba podrían “sobrevenirle a la república males sin cuento”.

Los males vinieron, más que para la república, para algunos en ella. Causa y consecuencia del conflicto, la desigualdad de la tierra se robusteció en procesos de despojo. De la ganadería latifundista clásica a las más actuales extensiones mineras y agroindustriales, la concentración de la propiedad de la tierra no ha hecho sino subir en los últimos 20 años. El coeficiente de Gini (una medida sobre uno, donde cero correspondería a igualdad y uno a total concentración de riquezas) ha sido calculado para la propiedad de la tierra. Con un resultado de 0,86 es considerado uno de los más altos para las tierras rurales en América Latina y el mundo. Por entre la tierra, por encima y por debajo de ella, se ha ido concentrando también el agua.

Las profesoras María Cecilia Roa-García y Sandra Brown calcularon recientemente el coeficiente Gini para medir la desigualdad en las concesiones de agua a nivel nacional. Primero, se pusieron en la tarea de perseguir la base de datos sobre las decisiones de asignación de agua en Colombia (que no está disponible públicamente). Las concesiones son otorgadas por las autoridades ambientales regionales CAR que reportan hasta el momento un total de 28.104 concesiones de agua. Estas se asignan (en volúmenes cúbicos de agua) a personas, empresas y municipios para usos agrícolas, domésticos, industriales y de generación de energía hidroeléctrica. Como en las concesiones de tierras, a las que se refería Lleras Restrepo, quienes puedan acceder a mejores fondos y abogados tendrán títulos legales sobre el agua.

Encontraron que la mitad de los 20 beneficiarios del mayor número de concesiones de agua en Colombia son ingenios azucareros, incluidos los primeros cuatro. Los datos de concesiones de agua para hidroeléctricas están incompletos: Córdoba y Boyacá, que alojan centrales eléctricas como Chivor, no informan de la asignación de agua para hidroeléctricas. Otros, con centrales de poca capacidad, han solicitado concesiones por mucha más agua de la que necesitan. Municipios en la frontera extractiva de la Orinoquía otorgan grandes concesiones en las que no queda claro si el uso será doméstico o minero. Y un problema más grande: las concesiones de agua para minería las entrega otra entidad (la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, Anla) y los datos no están disponibles ni cruzados con aquellas para agricultura, industria y uso doméstico.

En Colombia, concluyeron, el coeficiente de Gini para todas las concesiones de agua registradas por las CAR es 0,92. Y quizá sería mayor si se pudiera acceder a la información sobre concesiones para minería.

EL COLOMBIANO
MAL DE MUCHOS...

Rudolf Hommes
El crecimiento en 2016 (2 por ciento) hace necesario cambiar de rumbo y dejar de buscar consuelo comparando a Colombia con países de la región que van mal. Los resultados del año pasado indican que la mayoría de los sectores productivos están estancados. El valor agregado del sector financiero creció 5 por ciento en el año. Pero si el resto de la economía no crece, difícilmente puede ser este un resultado que se repita o que sea sostenible. El sector de la construcción también creció satisfactoriamente (4.1 por ciento) impulsado por construcción no residencial, infraestructura de transporte y de servicios públicos. Este año puede conservar un ritmo similar si revive la inversión de los gobiernos locales que el año pasado solamente le aportaron 0.1 por ciento al crecimiento de la economía, una sexta parte de lo que habían contribuido en 2015.

La industria manufacturera creció 3 por ciento en 2016 en buena medida impulsada por la refinería de Cartagena. Aparte de refinación de petróleo, los otros sectores industriales que crecieron producen bienes tradicionales para el mercado local. Los demás sectores crecieron con la economía o menos. El sector comercio fue poco dinámico y el sector agropecuario solamente creció 0.5 por ciento. La minería cayó 6.5 por ciento en el año.

Dicen que estos malos resultados son el precio que se ha pagado por haber salido de la dependencia de exportación de petróleo, minería y productos básicos. Pero no se está haciendo nada distinto a esperar a que vuelvan esas vacas gordas. La tasa de cambio se ha revaluado y hasta el viernes pasado no había caído la tasa de interés, a pesar de que el consumo se ha parado. Se nos acabaron las ideas.

Ricardo Hausmann dice en un artículo muy crítico de Colombia y muy elogioso con Panamá que nuestra política económica carece de autenticidad, trata de imitar las mejores prácticas de países desarrollados sin adaptarlas ni buscarle soluciones propias a problemas concretos (“Liderazgo Auténtico”, Project Syndicate, enero 13 de 2017). Es curiosa esta observación de Hausmann porque ha pasado años promoviendo en Colombia recetas prefabricadas de su propio cuño, pero no parece estar equivocado excepto porque la paz califica indudablemente como una política que ha sido fruto de “liderazgo auténtico”. Pero su relevancia para la economía requiere que durante el posconflicto se siga ejerciendo ese tipo de liderazgo.

Un problema que Colombia no ha podido resolver para crecer más rápidamente es cómo diversificar y aumentar sus exportaciones y el valor agregado de ellas. Perú lo ha logrado llevándole agua a regiones desérticas, haciendo posible un desarrollo muy importante de exportaciones agrícolas, que posiblemente se puede emular. Panamá, dice Hausmann, hizo algo parecido aprovechando la infraestructura que le quedó cuando se fueron los militares de Estados Unidos para atraer inversión. Los dos países crecen ahora a tasas muy superiores a sus promedios históricos. Un sitio promisorio para buscar esas soluciones es el sector agropecuario. Unas pocas inversiones estratégicas en vías, en riego y en investigación pueden aumentar el área cultivable, la producción y la inversión privada.

PAZ
EL ESPECTADOR
EL AMARRE

Lorenzo Madrigal

Una Constitución no se amarra. Es imposible. Es de la esencia de la Carta Política ser fundadora de Estados, ser el primer ordenamiento, reflejar la voz primigenia del pueblo. Y pues la autoridad reside en el pueblo, también llamado Nación, la Constitución no es otra cosa que su primer bando.

Apaciguar la inquietud de los rebeldes con normas que ordenen no modificar los acuerdos durante un lapso, más parece un embuste para desconocedores de la esencia de las constituciones. Pero, bueno, si eso los hace felices.

Toda Constitución puede ser modificada de acuerdo con procedimientos previstos, por lo general difíciles, de modo que se aseguren los principios fundacionales y la estabilidad jurídica. Pero tan absurdo es pensar que puede prohibirse su cambio como querer hacerlo a la ligera, por vías expeditas, de aquellas que sirven a las dictaduras.

Nadie se imaginó que el presidente Juan Manuel Santos, escritor en su propio periódico de enconados artículos contra las dictaduras vecinas y supuesto defensor de la democracia y las tradiciones jurídicas (aun sin ser abogado), fuese a terminar, en la cúspide del poder, convertido en depredador de la Constitución Política y autor de reformas ad hoc, al vaivén y antojo de las circunstancias.

Es de uso, en estos días, que quien entra en desacuerdo con la voluntad del mandatario, asentado en el mando mediante engaño a la opinión, sea considerado no sólo enemigo de la que hizo su bandera de paz, sino de la paz misma. Explícito chantaje. Es, como se dice, la bolsa o la vida; o entrega sus argumentos contrarios a nuestra propuesta o le arrebatamos su respetabilidad.

Cuando algunos analistas enumeran a los supuestos enemigos de la paz por rubros o categorías, se olvidan algunas cosas. Debe decirse, primero, que nadie es enemigo de la paz. Además, se ignora entre los opositores a los que no comulgan con una paz de nombre propio. Es así la que el señor Santos convino con la guerrilla, a espaldas del pueblo, en conversatorios privados o semipúblicos, inalterables, sujetos al Sí o al No (no importa si derrotado el Sí, la cosa siga, burlándose de alguna forma el No que se manifestó por votación).

El número está contabilizado de quienes no aceptan los acuerdos pacificadores por su claro sesgo político, convenidos precisamente en lugar donde funciona a sus anchas una dictadura comunista; se rechaza lo que han propuesto —y ya vendieron— asesores de esa inequívoca y no disimulada orientación, a la cual se acogió un gobierno obsecuente y ya desde adentro alentado por aduladores del mismo talante.

Ojo, pues, porque la paz no es un bien mostrenco que está por ahí; la paz aquí tiene dueño, es de quien la ha tomado para sí y quiere imponer su modelo a los demás, so pena de condenarlos al ostracismo como violentos.

POLARIZACIÓN Y ESTIGMATIZACIÓN

Rodrigo Uprimny

La creciente polarización sobre la paz está erosionando aún más el debate y la convivencia democrática, debido al recurso a estigmatizaciones contra quienes defienden ciertas posiciones, como me ha sucedido por el debate sobre la llamada “responsabilidad del mando” (RdM).

He apoyado la reforma constitucional que incorpora la Jurisdicción Especial de Paz (JEP), pues es un paso decisivo para la paz, pero he criticado su regulación de la RdM, pues viola el derecho internacional.

Este tema de la RdM tiene complejidades técnicas, que no puedo desarrollar en esta columna con el detalle con que lo hice en las audiencias ante el Congreso (disponibles en la página web de Dejusticia) y en una entrada esta semana en mi blog en la Silla Vacía. Pero el punto central es que esta reforma constitucional restringe indebidamente el alcance de la responsabilidad que frente al derecho internacional tienen los altos mandos cuando no previnieron las atrocidades de sus subalternos, en aquellas situaciones en que podían y debían evitarlas.

Este desconocimiento del derecho internacional es problemático para la justicia y las víctimas pues abre espacios de impunidad. Y también para la seguridad jurídica de los mandos guerrilleros, militares y policiales, pues abre la vía a la intervención de la Corte Penal Internacional o incluso de jueces de otros países, en función de la llamada jurisdicción universal.

Estos jueces o la Corte Penal Internacional podrían considerar que esta regulación restrictiva de la RdM es una forma de proteger de la justicia a los altos mandos de las Farc y de la Fuerza Pública. Y que entonces no tienen por qué respetar las decisiones de la JEP, ni de los jueces colombianos, por lo cual podrían intervenir en Colombia. Y no se lograría el propósito de que el tratamiento penal más benigno de la JEP, condicionado a los aportes en verdad, permita el cierre jurídico del conflicto armado.

Debido a esas críticas, el general Ruiz Barrera, presidente de Acore, ha argumentado que yo hago parte de una suerte de conspiración de personas que recibimos dinero para que los altos mandos militares sean juzgados más severamente que la guerrilla; que incluso sean juzgados “de la manera más violenta”.

Eso no es cierto. No sólo no hago parte de ninguna conspiración sino que, además, no entiendo cómo yo estaría buscando una justicia más severa para los militares si lo que he defendido es que exista una regulación equivalente de la RdM para la guerrilla y la Fuerza Pública. Y por eso solicité que se incluyera explícitamente la RdM aplicable a jefes guerrilleros en esta reforma constitucional.

El propósito de mis críticas es otro y muy simple: lograr que haya una paz con justicia pero también una paz que dé seguridad jurídica a quienes participen en la JEP. Pero eso requiere que la RdM en la JEP sea compatible con el derecho internacional.

He estado siempre dispuesto a reconsiderar mi planteamiento, si me ofrecen argumentos persuasivos, pero creo que las estigmatizaciones, fuera de ser peligrosas, no nos avanzan en esta discusión, ni en ninguna otra.

MANOS LIMPIAS, NO LAVADAS

Álvaro Forero Tascón

Existe el riesgo de que al tema de defensa de la democracia le suceda lo mismo que a la lucha contra la corrupción: que busquen manipularlo quienes no tienen suficiente autoridad moral sino intereses electorales.

La acusación de que el Estado de derecho está en riesgo, que viene agitando contra el proceso de paz la oposición, es de tanta importancia que debe discutirse sin manipulaciones. Porque en el mundo de la posverdad populista los pájaros están disparándole a las escopetas: Donald Trump combate a los medios de comunicación, a los tribunales de justicia, a la comunidad de inteligencia, por supuestamente estar poniendo en peligro la democracia, cuando solo hacen contrapeso a sus abusos autoritarios.

La tesis jurídica de la oposición conservadora es que la aprobación de los acuerdos de paz viola la Constitución. Tienen derecho a tramitarla por vías institucionales, demandando las leyes ante la Corte Constitucional como han venido haciendo. No tienen derecho es a usar los mecanismos legales, pero cuando éstos no les dan la razón, recurrir a descalificarlos, a “defender la democracia” desprestigiándola y desacatándola. Que la Corte Constitucional no da garantías es un argumento subversivo, al que hasta las Farc ha renunciado, que no tiene sustento porque fue la Corte la que detuvo la mayor amenaza autoritaria que ha tenido la democracia colombiana en 60 años: la segunda reelección presidencial, que habría desembocado en indefinida, tramitada violando la ley, bajo la tesis antidemocrática de que en Colombia el Estado de derecho estaba pasando a un estadio superior, el Estado de opinión, que no es otra cosa que populismo autoritario. Este proceso de paz ha sido el más concertado, regulado por la ley y vigilado constitucionalmente. Lo autoritario sería lo contrario, como sucedió en los procesos de paz anteriores. No habría sido necesario blindar los Acuerdos 12 años si no hubieran amenazado con incumplirlos.

En el fondo es una discusión filosófica. Los amigos de que las constituciones sean pétreas citan la Constitución estadounidense, sin mucha razón porque las enmiendas de ésta tienen muchas más páginas que el articulado original. Pero en Colombia esa es una discusión bizantina. Ninguna constitución colombiana ha tenido pocas reformas. Qué habría sido del país sin las magníficas reformas de 1936 y 1968, y de la nueva de 1991. En el mundo hay dos tendencias, y la que defiende las constituciones pétreas en contra de las que evolucionan con sus sociedades, es la bandera de los sectores ultraconservadores que buscan que el constitucionalismo no avance para cubrir sectores sociales vulnerables, como la comunidad LGTB. Es cierto que algunas reformas son peligrosas, como la reelección presidencial de 2006 que rompió el equilibrio de la arquitectura constitucional, pero que fue posible echar atrás con otra reforma.

La tesis política de que las Farc ponen más en riesgo la democracia estando sometidas a ella que combatiéndola, es parte del trauma anticomunista desde Gaitán, que permitió clientelizar el sistema político al extremo. Bill Gates, ningún castrochavista, sostiene que uno de sus líderes más admirados es Adolfo Suárez por haber convencido a la sociedad española de dejar entrar al Partido Comunista a la democracia después de 40 años.

REVOCAR O RECOMPONER EL ACUERDO DE PAZ
Darío Acevedo Carmona

Las elecciones para corporaciones públicas y presidente de la República el próximo podrían ser un pulso definitivo sobre la paz impuesta. En principio, cada fuerza política habrá de definir sus objetivos en  concordancia con el diagnóstico de la situación.

Me ocuparé en estas líneas del debate que va cobrando fuerza en las filas de la Oposición: uribistas, conservadores y liberales disidentes, militares en retiro, voceros del NO, entre otros. La cuestión está planteada en términos de hasta dónde se debe corregir, deshacer o revocar lo que se está imponiendo a través del llamado fast track. El debate se calentó a raíz de un trino del expresidente Uribe en el que manifestó que en caso de un triunfo del candidato del Centro Democrático en la elección presidencial no se revocaría todo el acuerdo de paz sino aquellos puntos que consagran impunidad total y que representen el peligro del modelo castro-chavista.

Algunos intelectuales reviraron al planteamiento de Uribe calificándolo en los peores términos, casi como una traición o cuando menos un paso atrás y mostraban en cambio, la firme posición del precandidato conservador Alejandro Ordoñez. Estamos pues, ante un desacuerdo en el tema principal de la coyuntura que a no dudarlo es y seguirá siendo el de la paz.

En mi parecer, pienso que los analistas no podemos esperar que nuestros puntos de vista sean plenamente adoptados por los dirigentes políticos. Son estos, en últimas, los que conocen sobre el terreno el estado de las fuerzas y las consecuencias positivas y negativas o el impacto de una propuesta en la población. La lucha política se parece en muchos aspectos a una guerra. Hay batallas de diverso calibre y aunque el objetivo final de cada bando es la victoria, los generales son los que conocen el método para librar cada batalla. Ellos saben, desde sus primeras lecciones, que no basta tener la razón o la justicia de su parte para ganar.

Pienso que las batallas electorales en estos dos años cobrarán elevada importancia, pero, difícilmente serán definitivas, pueden venir otras de mayor calado después de la elección presidencial.

El expresidente Uribe, en trinos siguientes al que provocó el alboroto, ha aclarado asuntos muy importantes que no siempre son tenidos en cuenta por los “teóricos” o “estrategas” de escritorio. Por ejemplo, que no se puede dar la impresión a la ciudadanía de que “somos enemigos de la paz”, que se debe insistir en la revocatoria de aquellos puntos que después del plebiscito se pusieron en la mesa de conversaciones con el Gobierno , y que no se debe confundir lo ideal con lo real. Esto último quisiera leerlo de la siguiente manera: la paz no será cien por cien acorde con los deseos de los del SÍ o los del NO.

Si uno piensa en la envergadura del daño institucional que el gobierno Santos les está infligiendo a las instituciones, a la Constitución, a la Justicia y por ende a la sociedad, puede concluir, en teoría y con el deseo, que lo ideal es revocar todo e imponer nuestro punto de vista. Sin embargo, considero que ese pensamiento es exactamente igual a lo que piensan y hacen los impulsores del Acuerdo impuesto, es decir, que un sector importante de la sociedad pretenda imponerse sobre el otro sin escucharlo, pisoteando sus derechos. No se dan cuenta que es un error echar en un mismo saco al gobierno y a quienes han liderado la paz entreguista con los millones de personas que han creído, a pesar de sus imperfecciones, en el proceso Santos-Farc.

Claro que los del NO ganamos el plebiscito, así hubiese sido por poca diferencia se ganó. Y cuando los voceros del NO aceptaron sentarse a discutir algunos puntos con De la Calle y compañía lo hicieron pensando en grande, pensando en la Nación, en la paz, en que había cosas rescatables aunque no fueran plenamente digeribles. Yo creo que esa actitud le ha ganado muchísimos nuevos adeptos al NO, que se podrían echar a perder si se adopta en esta coyuntura una posición radical de oposición en toda la línea a todo lo acordado.

Es cierto que estamos ante un desastre, no dudo que el gobierno propició un golpe de estado al violar y sustituir la constitución. La cumbre de la ignominia es la aprobación de la peor monstruosidad de todo ese proceso de entrega, la Jurisdicción Especial de Paz, que será el órgano judicial supremo del país, que administrará justicia según la versión guerrillera. Militares, civiles, empresarios, políticos, intelectuales, serán  expuestos a acusaciones sobre la base de la teoría (Roxin) de “los responsables de atrás” y de que en ultimas la guerrilla fue la víctima de una ilegal política de estado.

Para reversar en esos temas puntuales hay que obtener la presidencia y las mayorías en el Congreso. Eso está en el campo de lo posible, pero quizás no sea suficiente. El punto lo ha dado el analista Daniel Mera Villamizar planteando (elespectador.com 18/02/2017) que lo procedente en un nuevo gobierno es la convocatoria de un referendo derogatorio de todo aquello que ha sido impuesto de manera ilegal.

Finalmente, lo mejor de todo es que sea el constituyente primario, como debió haber sido, el que decida con su voto qué asuntos (en 5 u 8 preguntas) acepta y cuáles rechaza. Y si esto no fuese posible por razones incontrolables, convocar una asamblea nacional constituyente para que redefina el rumbo de la Nación.

SEMAMA
DÉJÀ VÚ
Antonio Caballero
Las matanzas presentes son una amenaza para la construcción de la paz mucho más seria que las discrepancias bizantinas sobre las gradaciones de la administración de justicia para las matanzas pretéritas.

Siguen las matanzas del paramilitarismo en las narices del gobierno y de la Fiscalía, los cuales aseguran que el paramilitarismo no existe. Se acumulan las denuncias. La organización no gubernamental Programa Somos Defensores, que desde hace 20 años publica cada año la lista de las víctimas, contó 80 asesinatos de dirigentes y activistas campesinos y sindicales y 42 atentadospara el año 2016, por encima de los 63 asesinatos y 35 atentados de 2015. También la progresión es perceptible mes por mes, a medida que se van asentando los resultados de la paz firmada con las Farc: la desmovilización y el desarme.

La Cumbre Agraria da la cifra de 94 para el año pasado, y Marcha Patriótica la eleva a 125, en tanto que Amnistía Internacional reduce a 75 los “asesinatos selectivos”. ¿Y quiénes son los blancos seleccionados? Líderes campesinos, reclamantes de tierras, defensores de derechos humanos, militantes de organizaciones de izquierda, en particular de Marcha Patriótica, la heredera de la Unión Patriótica minuciosamente exterminada (3.000 muertos) hace tres décadas. 

¿Y quiénes son los seleccionadores? No se sabe. Las autoridades no tienen pistas porque, argumentan, “no existe sistematicidad” en los asesinatos, como explicó el ministro del Interior, Juan Fernando Cristo, que solo mencionó 58 casos: algo más de uno por semana. El fiscal Néstor Humberto Martínez corroboró lo dicho por el ministro ante la Comisión Segunda de la Cámara: “Por el momento no hay una sistematicidad en las afectaciones a la integridad de los líderes sociales” asesinados. “Esa es una visión que comparten el gobierno y la Fiscalía General de la Nación”. Entonces ¿no sirvieron de nada los costosos algoritmos (4.000 millones de pesos) que elaboró para la Fiscalía la investigadora Natalia Springer von Schwartzenberg, y que tenían por objeto “deducir patrones” en los asesinatos cometidos por el ELN, las Farc y las “bandas criminales”, o bacrim? Pues por lo visto no. 

Estamos tal como hace 30 años, cuando el entonces presidente Virgilio Barco achacaba la matanza de miembros de la Unión Patriótica a anónimas e inidentificables “fuerzas oscuras”. Se está repitiendo ante nuestros ojos lo que ya habíamos visto: lo “déjà vu”.

La expresión francesa “déjà vu” (ya visto) designa según los diccionarios “una paramnesia del reconocimiento” que consiste en “la sensación de que un evento o experiencia que se vive en la actualidad se ha experimentado en el pasado”. ¿Y qué es “paramnesia”? Una “perturbación de la memoria que consiste en tener recuerdos falsos”. Pero no: no son paramnésicas las ONG que denuncian la repetición de la matazón de hace 30 años, ni la prensa que les hace insuficiente eco: lo que pasa es que “la visión que comparten el gobierno y la Fiscalía” es una visión de amnésicos. Amnesia: la incapacidad de recordar. Y aquí hay que traer a cuento la manoseada frase del filósofo Santayana. “Quienes no recuerdan el pasado están obligados a repetirlo”.

Que eso podía pasar era previsible, y fue previsto. Tanto, que el gobierno vio la necesidad de crear un ministerio específicamente dedicado a gerenciar los conflictos del posconflicto, y puso a su cargo a Rafael Pardo, tal vez la persona más íntimamente experimentada en el tema por haber sido consejero de paz del presidente Virgilio Barco y ministro de Defensa del presidente César Gaviria cuando se vieron las matanzas de hace tres décadas. Para él, más que para nadie, lo que estamos volviendo a ver ahora es “déjà vu”.

Y es lo más grave que está sucediendo hoy. Las matanzas presentes son una amenaza para la construcción de la paz mucho más seria que las discrepancias bizantinas sobre las gradaciones de la administración de justicia  para las matanzas pretéritas. Ignorarlas, como pretenden la Fiscalía y el gobierno, bajo el pretexto ridículo de que “no existe sistematicidad”, el mismo pretexto que ha sido usado de manera infame para disculpar o negar detenciones-desapariciones y “falsos positivos", no es solo ceguera: es también complicidad.

NOTA que no tiene nada que ver con lo anterior (o a lo mejor sí). Al mirar con atención la foto del fiscal Néstor Humberto Martínez en la revista SEMANA del domingo pasado (página 19) se descubre que el diseño de la corbata representa montones de elefantes. 

EL TIEMPO
HOY HACE CINCO AÑOS
María Isabel Rueda

Como se abrió caja de Pandora del 'fast track' temen que acuerdo con las Farc tome el mismo camino.

Sorprendió que la semana pasada fuera el propio Humberto de la Calle el que hubiera saltado raudo a los medios a defender al presidente Santos, como fiel Sancho, de unas referencias desobligantes que hizo el expresidente Pastrana en el programa de Vicky en La W, sobre la época en que lo nombró como ministro de Hacienda de su gobierno. Según Pastrana, Santos le pidió insistentemente el puesto. Según De la Calle, él y una comisión de notables fueron a ofrecérselo. Normalmente, salvar la dignidad del Presidente es labor de sus ministros. Pero en este caso fue De la Calle. ¿Agradecido? ¿Esperanzado?

Estoy segura de que el día en que este proceso comenzó –aniversario que celebramos el viernes pasado– hace cinco años, cuando este se encontraba en sus cuarteles de invierno como comentarista radial y de allá lo sacó el Presidente para hacerle este encargo, De la Calle lo aceptó con patriotismo y con muchas agallas, por la poca certeza de llegar a buen puerto.

Hoy, cinco años después, el negociador jefe del Gobierno quiere ser candidato. Pero su aspiración descubre el ingrediente innecesario y ojalá de interpretación injusta de un aprovechamiento político del proceso, que no me parece acorde con la dignidad de De la Calle.

Las dudas las generó él mismo desde un reportaje que concedió a EL TIEMPO en el que dejó vislumbrar las posibilidades de sus aspiraciones presidenciales como un desenlace obvio de los acuerdos de paz.

En él nos dejó entender que su candidatura viene de la paz y que, por lo tanto, es la paz la que debe abrir esas aspiraciones porque para que exista y subsista, la paz necesita que él sea el Presidente.

De ahí surge una imbricación que no le es favorable a De la Calle, entre el interés general que sin duda representaba como negociador en La Habana y el interés particular que pudo haberle surgido en algún punto de ese proceso, no sabemos cuándo.

Las negociaciones con las Farc incluyeron concesiones que muchos consideran exorbitantes –como la de que los asesinos y secuestradores puedan hacer política–; hubo condescendencias desmedidas –hoy, los narcotraficantes ya no tienen que demostrar su inocencia para salvarse de la cárcel y de la extradición, sino que les basta decir que fueron de las Farc para quedar en libertad–. Todo ello y mucho más se les entregó para la fluidez del acuerdo. Si esas concesiones eran vitales para hacer viable el proceso, es una cosa. Pero inevitablemente, hoy también aparecen empedrando el camino de la candidatura presidencial de su negociador. El hecho es este: sin ellas no habría habido acuerdo. Y sin acuerdo, no habría candidatura.

Hoy, el Presidente y su negociador quieren blindar el proceso durante tres futuros gobiernos de Colombia para que sea un tema intocable. Eso indica su gran fragilidad.

Se abrió esa caja de Pandora del ‘fast track’. En el futuro resultará facilísimo de activar, ahora que tenemos la fórmula. Con razón temen que el acuerdo con las Farc caiga bajo este mismo camino exprés que, no nos digamos mentiras, será una tentación para todo futuro presidente, ni siquiera para tumbar la paz, sino para aprobar cualquier tema que se le ocurra implementar y para el cual el Congreso sea un estorbo.

Por eso, De la Calle dice que este es un acuerdo de Estado. Y quiere ser candidato para defender su teoría. Pero, tristemente, hoy es solo un acuerdo de gobierno.

Y así como no creo de ninguna manera que De la Calle llevara en la cabeza sus aspiraciones presidenciales cuando aceptó el papel de jefe negociador de las Farc, hoy no tengo duda de que él sí cree que los resultados lo hacen merecedor de ese premio: su candidatura presidencial. De la paz, para la paz, por la paz.

No sé. Algo me incomoda profundamente de esa ecuación. Preferiría que De la Calle sublimice su carrera política como prohombre. Porque como candidato presidencial, su ambición arroja demasiadas suspicacias sobre unas concesiones que, según asegura, eran vitales para “el mejor acuerdo posible”, sobre el cual empina hoy su candidatura.

Entre tanto... La ceremonia de los Premios Óscar de este domingo en la noche será una de las más políticas de la historia. Imposible que Hollywood desperdicie la oportunidad para ponerle los puntos sobre las íes con gran imaginación a Donald Trump.

EL COLOMBIANO
EL “INCIDENTE”

Rafael Nieto Loaiza
El Eln pone una bomba en el barrio la Macarena, en Bogotá, hiere dos civiles y dos docenas de policías y asesina a otro, y Santos en su cuenta de twitter lamenta el “incidente”. La expresión es literal.

El ataque terrorista enseña varias cosas. Una, que el presidente está preso de su afán de conseguir acuerdos con las guerrillas a cualquier costo. Por lo mismo, no importa cuántos policías, soldados o civiles mutile y asesine la guerrilla, él seguirá amarrado a la mesa. Dos, que el lenguaje eufemístico intenta encubrir la naturaleza del atentado de los elenos y trata de disminuir su impacto. Un ataque terrorista es un “incidente” por el mismo motivo por el cual los secuestros son llamados “retenciones ilegales”.

Tres, y es muchísimo más grave, que si bien el autor del atentado es el Eln, y yo no seré quien deje de acusar a los bandidos que pusieron la bomba, no es menos cierto que Santos mismo es corresponsable de esos heridos y de ese muerto. Explico: en el acuerdo remendado con las Farc se pactó que los ataques contra la Fuerza Pública son “acciones de combate” y que los resultados de los mismos son consecuencia de esas acciones. Y que los delitos vinculados a esas acciones son delitos políticos. En el acuerdo también se pactó que los guerrilleros responsables de delitos políticos serán amnistiados e indultados. Los únicos delitos por los que se juzgará a los guerrilleros de las Farc, según dice el acuerdo, son los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. Puedo apostar que mutilar y asesinar policías en un atentado terrorista no lo considerará la Justicia Especial de Paz, ese engendro creado junto con las Farc, ni como crímenes de lesa humanidad ni como crímenes de guerra.

Como el Eln sabe que, como mínimo, obtendrá lo mismo que las Farc, sabe también que no tendrá ningún costo atentar contra la Fuerza Pública. Tiene plena conciencia de que sus acciones no tendrán ninguna consecuencia adversa. El pacto con las Farc es tanto uno de impunidad para ellas, como también una garantía de impunidad futura para las otras guerrillas. En otras palabras, lo pactado con las Farc es un incentivo para la violencia elena.

Para rematar, el Eln sabe ya que el presidente es implacable y perseguidor con sus opositores políticos y con quienes lo criticamos, pero blando y suavecito con quienes están armados y tienen por tradición asesinar. Conoce que Santos no se levanta de la mesa y que está probado que cede frente a la presión. El Eln tiene, por tanto, un motivo más para aumentar la violencia criminal como un mecanismo para debilitar la voluntad presidencial.

Por otro lado, la Fuerza Pública no tiene ningún incentivo para ejercer la fuerza legítima del Estado y la moral de combate anda por el piso. Además, no hay presupuesto y se han restringido los bombardeos hasta el punto que no pueden hacerse estas operaciones sin aprobación presidencial, aprobación que no se da porque a Santos no le interesa atacar a sus camaradas de diálogo. Y como, para rematar, el grueso del mando eleno está entre Ecuador y Venezuela, los riesgos que tiene son casi ninguno.

En la medida en que Santos es el responsable de una cosa y de la otra, es también corresponsable de los heridos y muertos de este atentado y de los varios soldados asesinados por la guerrilla en los dos últimos meses. Y de los que vienen.

***

Una jueza, Paula Astrid Jiménez, absolvió a Laura Moreno y a Jessy Quintero por las acusaciones como presuntas asesinas de Luis Andrés Colmenares. No conozco ni a la jueza ni a las estudiantes ni sus familias. No sé nada del caso. No sé, por tanto, si efectivamente Colmenares murió por accidente o fue asesinado. Ni si las dos acusadas pudieron ser responsables. Pero la señora Jueza merece toda mi admiración. Fue capaz de tomar una decisión contraria al juicio que ya habían hecho los medios de comunicación en el caso, con base en lo que encontró probado en el expediente y con base en la presunción de inocencia. En un país donde la Corte Constitucional se pliega servilmente a las presiones del gobierno y de los medios, que un juez tenga ese valor y esa integridad merece todo mi respeto.

POLITICA

EL ESPECTADOR

LA CAMPAÑA
Nicolás Uribe Rueda
Se aproxima el período electoral  y con él deberá irse decantando el listado de al menos 20 candidatos que hasta la fecha han manifestado abierta o soterradamente su interés por reemplazar a Santos en el 2018. Las señoras y señores Cárdenas, Córdoba, Cristo, De la Calle, Duque, Fajardo, Galán, Holmes, Iragorri, López Hernández, López Obregón, Ordóñez, Petro, Pinzón, Ramírez, Ramos, Robledo, Vargas, Velasco y Zuluaga, en orden alfabético, se aprestan a iniciar la etapa preelectoral para llegar bien posicionados a la primera vuelta en mayo del año entrante.

Y aunque la campaña formalmente no ha empezado, no es difícil predecir los atributos de una etapa que nos conducirá a un escenario de mayor polarización y descrédito institucional. Esta será una carrera de resistencia, donde se pondrá a prueba la capacidad de cada candidato para aguantar ataques, contestar mentiras y no caer en provocaciones. El que no tenga el cuero capaz de resistir lo que se viene, es mejor que se vaya retirando, porque esta va a ser una contienda en donde el juego sucio será el pan de cada día. Los insultos disfrutarán de mayor tribuna pública que las ideas, y los electores tendrán pocas oportunidades de entender cuál es la posición de cada candidato frente a los asuntos de relevancia nacional. Veremos una campaña calcada a la del plebiscito, con verdades a medias y manipulaciones, con argumentos mayoritariamente desconectados de las necesidades y preocupaciones de la gente. A mi manera de ver las cosas, este será un período electoral de propuestas populistas, y encontrarán suelo fértil entre sectores amplios del electorado algunas teorías que, en vez de resolver, incitan los problemas. Se radicalizarán posiciones anti sector privado, se maltratará la inversión y se incrementará el discurso radical que anda promoviendo la corporativización de la política. La paz y las Farc serán claramente un eje central de los debates, y la buena o mala marcha de la justicia especial y el cumplimiento de lo acordado impulsarán o harán daño a cada cual, dependiendo de su posición frente al proceso.

Por cuenta de la pifia generalizada de los medios de comunicación y de las encuestadoras que midieron la opinión durante el plebiscito, unos y otras serán vistos con recelo y desconfianza. Habrá que ver qué nos inventamos para acertar en los análisis y cómo se fundamenta una lectura real del clima de opinión. Ahora bien, lo que está por verse es cuál será el factor esencial que permitirá conformar las coaliciones, condición ineludible para llegar a la victoria: ¿será la paz? ¿Será el antiuribismo o el antisantismo? ¿Serán las actuales disputas o las viejas amistades? ¿Será simplemente el pragmatismo electoral?

En lo que sí deberíamos ponernos ya de acuerdo es en exigir a los candidatos no sacrificar el país para promover su candidatura, entre otras cosas, para que puedan luego llegar a gobernarlo. En 2018, Colombia requiere un presidente íntegro, capaz de liderar las reformas necesarias para recuperar la confianza y credibilidad en las instituciones.

DE GOYENECHES Y REGINAS

Felipe Zuleta Lleras

Tal vez algunos de ustedes, otros no, recuerdan a los siguiente personajes, que durante años sonaban indistintamente en las elecciones presidenciales de los 70 y los 80. Recuerdo ahora a Gabriel Antonio Goyeneche, Guillermo Nanetti, Regina 11 y Mario Gareña.

Sus propuestas causaban risa y pasaban desde pavimentar el río Magdalena hasta prometer sanaciones milagrosas.

Traigo estos nombres a colación porque de manera prematura arrancaron las candidaturas presidenciales para las elecciones del 27 de mayo del año entrante. Mire usted que estamos a 15 meses y hoy por hoy tenemos, al menos, 20 precandidatos. Unos han manifestado claramente sus aspiraciones, otros dicen que lo están pensando y, por supuesto, tenemos a los que lo niegan, pero siempre dicen que un grupo de amigos les han propuesto que se lancen.

Entre los colombianos que aspiran a gobernarnos hay de todo, como en botica. Estudiosos, políticos profesionales, politiqueros, lagartos, sensatos, locos, honestos, soñadores, trabajadores, bobancios, honestos, menos honestos, etcétera.

Algunos de los nombres son, hasta ahora, los siguientes, aclarando que el orden en los que los menciono no tiene nada que ver con lo que pienso de ellos. De manera arbitraria opinaré sobre cada aspirante.

Jorge Enrique Robledo. Estudioso, buen senador, pero muy negativo frente a todo lo que pasa en el país.

Claudia López. Innovadora, buena parlamentaria, estudiosa y demasiado agresiva, logrando crispar los ánimos de sus interlocutores.

Sergio Fajardo. Estudioso, sensato, trabajador, pero pocas veces toma partido frente a los temas delicados.

Juan Fernando Cristo. Político experimentado, liberal de espíritu y un poco culebrero.

Germán Vargas Lleras. Ejecutivo, experimentado, trabajador, pésimo genio y arrogante.

Gustavo Petro. Buen senador, mal alcalde, disociador y experto en polarizar basado en las clases sociales. Peligroso.

Clara López. Política experimentada, de estrato seis, pero muy de izquierda.

Aurelio Iragorri. Hijo de político, hábil y frentero.

Juan Carlos Pinzón. Serio, preparado, santista.

Luis Fernando Velasco. Serio, estudioso, pero le falta pelo para el moño.

Roy Barreras. Inteligente, preparado, lagartoso y pésimo poeta.

Alejandro Ordóñez. Abogado, godo regodo y cuestionado por sus actuaciones como procurador.

Humberto de la Calle. Honesto, serio, liberal y un prócer de la paz.

Iván Duque. Joven, estudioso, serio, pero muy sano para ser uribista.

Óscar Iván Zuluaga. Cuestionado, preparado, pero uribista.

Carlos Holmes Trujillo. Burócrata profesional, exministro, exembajador, ex, ex…

Paloma Valencia. Locata, gritona y goda.

María Fernanda Cabal. Como Paloma Valencia, mejor peinada.

Claudia Castellanos. Pastora cristiana, política profesional.

Juan Manuel Galán. Hijo del doctor Luis Carlos Galán.

Tómese usted, amigo lector, un tiempo para pensar sobre cada uno de estos nombres y llegue a sus propias conclusiones para saber al final quiénes son los goyeneches y las reginas.

URIBE ENFERMO
EL ESPECTADOR

URIBE EN LA TAZA

Alfredo Molano Bravo

El tiempo, eterno vengador, suele hacer jugarretas, pero nunca perdona. Los años pasan y pesan sin saber a qué horas. Después de la plenitud, ya en el descenso, aparecen primero los achaques: un dolorcito por aquí, una piquiña por allá. Nada grave. Inclusive se puede dejar de pagar salud. Todo se calma con agüitas. Luego, se llaman molestias y hay que cumplir las citas al odontólogo o al gastroenterólogo y aceptar que la cosa es de globulitos y pastillas. Más tarde, son dolores: en la espalda, en el cuello, en la rodilla. Es el momento de comenzar a pensar en chequeos de rutina: colas y colas que enferman, diagnósticos equívocos, recetas que no curan. Lo último ya son males francos. Los que dan a los 50 se deben curar a los 40; los de los 60 a los 50, y así sucesivamente. Poco a poco uno se va haciendo amigo de los porteros de los hospitales y de “regalarles el bracito” a las enfermeras para los exámenes de rutina.

A las mujeres les llegan las mamografías y a los hombres las visitas al urólogo. Una vez al año por lo menos, es la advertencia. El examen de los senos podrá ser aburrido y doloroso, pero no traumático como el de próstata para los varones, sobre todo para aquellos que detestan a los homosexuales y a las lesbianas, rechazan el matrimonio entre personas del mismo sexo y les da vértigo pensar siquiera en la transexualidad. Son varones de esos capaces de cortarle la cara, marica.

A esos machos les llega su hora después de que los numeritos de los exámenes químicos de la próstata comienzan a ser amenazantes. Entonces tienen que someterse a que un señor muy serio y respetable, de corbata y antiparras, los palpe con el dedo índice, con el mismo que algunos pacientes varones señalan, juzgan y dictan sentencia contra los homosexuales. Muchas veces los dos exámenes salen negativos. Todavía no, dice el urólogo, vuelva dentro de un año. Y la fecha llega y de nuevo, calzones abajo. Ahora sí, estimado amigo, hay síntomas de una hiperplasia, ojalá benigna. Y se programa la cirugía. Algunos machos alfa prefieren el quirófano a la camilla y descansan porque no habrá ya nuevos palpos. La cirugía es lo de menos, las molestias son mínimas, unos diítas de fastidio y listo. Así suele ser. Se sale de la sala de operaciones con dignidad. Todo bajo control. “La intervención quirúrgica concluyó con éxito y se cumplió de acuerdo con lo planeado”.

Lo que el paciente no calcula es que durante varios días quedará haciendo pipí a través de una sonda y que debe andar con una bolsita para arriba y para abajo. Pero bueno, no es grave. Dolerá ir al baño, pero nada más. Lo peor llega cuando se le quita al personaje la sonda, que no sintió al entrar, pero sí al salir porque pareciera que se le va el tripaje más íntimo prendido al tubito. Ahí no acaban las molestias, como el mismo expresidente y senador Uribe debe estar viviendo, porque el chorrito ya no queda igual, no tiene alcance, no saca chispas como los caballos que monta. Cae ahí mismito y para evitar que se mojen los calzoncillos, el urólogo suele sugerir que se haga “sentado en la taza, doctor. Nadie lo va a ver”. Y así, seguramente, el doctor Uribe deberá aceptar hacer pipí como una mujer, cerrando, eso sí, con tranca, el baño. No sería raro que hasta feminista se volviera el expresidente al encontrar mojado el bizcocho. Ahí, como dirían en la puerta del inferno del Dante, terminan las vanidades del macho.

TRUMP
EL TIEMPO 
MÉXICO, COLOMBIA Y TRUMP

Guillermo Perry

América Latina debe solidarizarse con México y profundizar la integración con Europa y con Asia.

La visita de los secretarios Tillerson y Kelly a México el miércoles pasado no fue tan confrontacional como se temía. Puede al final resultar cierto lo que predijo Slim: que Trump es más ‘Negotiator’ que ‘Terminator’ (que solo pone posiciones duras para luego negociar). Pero con ese tipo de personas nunca se sabe. México y América Latina deben estar preparados para cualquier cosa, pues apenas el lunes Trump había insistido ante empresarios en que la deportación masiva sería una “operación militar”.

La verdad es que la respuesta de América Latina ante los anuncios y medidas proteccionistas y xenófobas de Trump ha sido decepcionante. Ricardo Lagos, el expresidente chileno, dijo hace 15 días: “¿Cómo es posible que América Latina no diga ‘todos somos mexicanos’ frente a Trump?”.* En contraste, los presidentes latinoamericanos han hecho cola para decirle a Trump que su país merece un tratamiento distinto al de México, porque tiene una relación “especial” con EE. UU. Santos, según él mismo contó la semana antepasada, le insistió por teléfono en que Colombia ha tenido un apoyo bipartidista al Plan Colombia, buscando que no lo reduzca. Y que tenemos déficit comercial con EE. UU., para que no nos imponga medidas proteccionistas, pues Trump critica que México tiene un superávit comercial con EE. UU. ¡Qué contraste con la posición digna que ha tenido Europa, condenando los decretos migratorios de Trump! ¡Y con la que ha tenido China, saliendo en defensa de la globalización y exigiendo que se reconozca a Taiwán como parte de su territorio, con lo que hizo recular al magnate gringo!

Es mejor prever que curar. Los gobernantes latinoamericanos deberían recordar a Brecht: “Primero se llevaron a los negros, pero a mí no me importó porque yo no lo era. Enseguida se llevaron a los judíos, pero a mí tampoco me importó porque yo tampoco lo era... Ahora es tarde... están tocando a mi puerta”.

Esa falta de solidaridad ha sido una característica lamentable de América Latina. Colombia la sufrió en carne propia por décadas: solamente EE. UU. nos apoyó en nuestro conflicto interno. Aplaudí el viraje de política internacional en el primer gobierno Santos, porque logró que Chávez, Correa, Brasil, Cuba y el resto de América Latina, así como los izquierdistas europeos, que antes coqueteaban con la guerrilla o permanecían indiferentes ante nuestro sufrimiento, presionaran a las Farc para negociar su desmovilización. Pero, por eso mismo, me resultan ahora penosas nuestra falta de solidaridad con México y nuestra posición vergonzante ante Trump. Como también me parece vergonzosa nuestra falta de apoyo a los presos políticos en Venezuela y a los emigrantes forzados del vecino país que desean entrar al nuestro. ¡Qué tal la referencia despectiva del vicepresidente Vargas Lleras, en plena campaña, contra los “venecos”!

Ante el riesgo de que Trump aplique sus amenazas proteccionistas, más allá de expresar nuestra solidaridad con México, deberíamos profundizar el proceso de integración en la Alianza del Pacífico, como recomendó Stiglitz en su conversatorio reciente con Santos. La Alianza ha sido tímida en materia laboral: debería haber acordado hace rato la portabilidad de las pensiones y los seguros de salud. Y también lo ha sido con respecto a la integración financiera: los ministros de Hacienda y los superintendentes se han quedado dormidos ante la urgente necesidad de armonizar regulaciones en los mercados de capitales, y para los fondos de pensiones, en los cuatro países. La Alianza debería también facilitar la entrada a nuevos miembros interesados (Costa Rica, Panamá) e iniciar negociaciones formales con Mercosur, Asean y China.

Ahora que se reúnen los presidentes de la Alianza en Cali, Santos debería tomar el liderazgo en estas materias.

NARCOTRÁFICO

EL ESPECTADOR

PESADILLA

Ramiro Bejarano Guzmán

Si cree que cuando se registra con su tiquete y entrega su equipaje a los responsables de la aerolínea que lo habrán de transportar usted y su maleta están a salvo, pues aterrice, sobre todo si la experiencia es en el aeropuerto El Dorado. Digo lo anterior porque un viejo amigo padeció una aventura cuando se disponía a viajar esta semana a Méjico en Interjet. Aquí va la historia.

El personaje de marras llegó con tiempo a abordar su avión para Méjico, se registró, entregó su maleta, hizo la inmigración correspondiente, esperó pacientemente y cuando ya estaba montado y a punto de despegar ingresó una funcionaria de la aerolínea y le pidió que la acompañara. Entre sorprendido y ansioso atendió el llamado y la subsiguiente “invitación” para que descendiera pues era requerido por la Policía para un trámite que no se veía rutinario.

Ya en tierra las autoridades le exigieron a mi amigo —para entonces lleno de pánico—, que identificara su maleta. Cuando estaba en esas intempestivamente uno de los policías le hizo saber que la que figuraba como suya venía cargada de varios kilos de cocaína. No se necesita ser abogado para comprender que el problema que se venía era gigantesco. Cuando le mostraron la valija que venía repleta de la droga maldita, mi amigo respiró diciéndoles que esa no era la suya, pero su alivio fue pasajero porque efectivamente a ese equipaje —que por primera vez veía— estaba adherido el “bagtag” (o comprobante) extendido a su nombre. Con esa evidencia la policía obviamente empezó a poner en duda la transparencia de quien insistía que esa valija no era de su propiedad. Por fortuna encontraron pronto la maleta de mi amigo y se comprobó que alguien había quitado de ella el “bagtag” que estaba a su nombre y lo había adherido al equipaje que venía con la droga. Un cambiazo.

Lo que siguió fue igualmente tenso. La policía verificó si lo que mi amigo decía llevar en su maleta efectivamente correspondía con lo que allí se encontró. Más tarde fue necesario revisar las cámaras del aeropuerto las cuales demostraron que el supuesto “sospechoso” no había ingresado con la narcomaleta sino con la suya. Finalmente, después de ocho horas de angustia, con la ayuda del Grupo Especializado de la Policía, se aceptaron las explicaciones de este desprevenido ciudadano que estaba ansioso de ir a visitar a una de sus hijas que está por tener bebé, pero, claro, perdió el vuelo y a los ojos de muchos quedó como si fuera una vulgar “mula”.

Esta vez la maniobra se detectó aquí, pero ¿qué habría pasado si el vuelo despega y llega a Méjico con semejante cambiazo de maletas? El hombre estaría preso en país extraño, tratando de convencer a las casi siempre hostiles autoridades de inmigración de todas partes, que la maleta que aparecía a su nombre llena de coca no era la suya.

¿Cómo y quién ingresó esa maleta al aeropuerto y a las bodegas de Interjet? ¿Por qué si fue posible detectar cuál era la que portaba mi amigo cuando ingresó al aeropuerto y se registró como viajero, no pudo ocurrir lo mismo con la narcovalija? ¿O esta entró por otra puerta especial donde no llegan las cámaras?

Interjet debe responder por este incidente que se habría podido convertir en una tragedia para una familia decente. Tiene que haber personal en contacto con el equipaje que hace parte de una peligrosa cadena de narcotraficantes que intercambian “bagtags”, que obviamente están concertados con bandas similares en otros países, donde obviamente acuden al mismo procedimiento.

El competente director de la Aeronáutica, Alfredo Bocanegra, tiene una oportunidad inmejorable de mostrar su reciedumbre. No puede ser que la expectativa de un viaje al exterior quede convertida en un drama de años de cárcel injustificada, por cuenta de unos bandidos que se mueven como pez en el agua en Bogotá.

Antes el peligro era que le metieran drogas ilícitas a su equipaje, ahora basta con cambiar de bagtag. En todo caso, cuando entregue su maleta tómele fotos, por si las moscas.

Adenda. Fiscal y procurador: ¿por qué sus entidades no ven ni huelen la podredumbre del Cartel que se apoderó de Buga? ¿Qué tiene que pasar para que tomen cartas en el asunto?

DESPLAZAMIENTO

EL ESPECTADOR
Y CORRIMOS HACIA EL MAR

Piedad Bonnett

 “En Nigeria nos bombardeaban, íbamos a morir en la guerra. Huimos hacia el Sahara. Muchos bebieron sus orines cuando se nos acabó el agua. Muchos murieron por el camino. Pero nosotros llegamos a Libia. Allá nos maltrataron, nos encarcelaron, porque somos africanos. No quieren negros. Los que pudimos huir corrimos hacia el mar… De los 70 que veníamos en la embarcación, llegamos 30. Pero ahora estamos aquí. Dios quiso que sobreviviéramos”.

Esto es, en la versión que me permite la memoria, lo que recita, en una especie de ritual reforzado por el canto de sus compañeros, un joven nigeriano en un sitio de reclusión en Lampedusa, Italia, después de haber sido rescatado por la guardia costera. Se trata de una escena del documental Fuego en el mar, de Gianfranco Rosi, ganador del Oso de Oro berlinés (2016) y nominado a mejor documental en los premios Oscar, que se presentará en Colombia en marzo. Sutil, fuerte, valiente, esta hermosa película nos muestra la vida apacible de algunos habitantes de la isla mientras a sus costas llegan todos los días las multitudes que huyen de la muerte.

El espectador puede ver allí lo que los medios apenas muestran: el llamado de auxilio desesperado de las embarcaciones que se hunden, la cotidiana tarea de rescate llevada a cabo por un equipo cubierto de blanco aséptico de los pies a la cabeza, la entrega apresurada de los cuerpos de los agonizantes, la reseña de los sanos y salvos, el llanto de las mujeres que se consuelan entre sí, el conteo de los cadáveres en bolsas plásticas. El médico de Lampedusa derrama lágrimas, a pesar de los muchos años que lleva en la tarea. Confiesa que ver los cadáveres de los niños, de las mujeres que dan a luz a la hora de morir y que entierran con su criatura aún unida al cordón umbilical, le hace sentir un hueco en el estómago. Y nos cuenta que también en estas barcazas atestadas hay primera, segunda y tercera clase. Porque así es este mundo que hemos creado. Los que han pagado más van a la intemperie y pueden respirar. Muchos de los que van encerrados y apiñados en tercera, mueren –como en los barcos que traían esclavos– o llegan con graves quemaduras del combustible que se mezcla con el agua en las embarcaciones. Como el jovencito de 14 años que vemos en pantalla. Desnudo. Muerto.

“Sólo abandonas tu hogar/ cuando tu hogar no te permite quedarte. (…) nadie sube sus hijos a una patera/ a menos que el agua sea más segura que la tierra/ (…) Nadie pasa días y noches enteras en el estómago de un camión/ alimentándose de hojas de periódico, a menos que/ los kilómetros recorridos signifiquen algo más que un simple viaje/. Los “váyanse a casa, negros”, (…) “negros pedigüeños”, “huelen raro”, salvajes”/ (…) ¿cómo puedes soportar las palabras, las miradas sucias?/ Quizá puedas, porque estos golpes son más suaves/ que el dolor de un miembro arrancado”. Es el poema Hogar, de Warsan Shire, una poeta somalí que vive en Londres. Podemos leerlo en nuestros hogares, tan tranquilos como los de los habitantes de Lampedusa, y también que esta semana aparecieron 74 cadáveres en las playas de Zawiya y que la guerra es la causa de la hambruna en Sudán del Sur. “Naufraga, sálvate, pasa hambre, suplica, olvida el orgullo/ tu vida es más importante”, escribe Shire.

CONTAMINACIÓN
EL ESPECTADOR

ESCRIBIR SOBRE EL AIRE

Héctor Abad Faciolince

Alguna vez tuve el propósito de escribir un tratado sobre la forma de las nubes y los nombres de los vientos. Era una idea romántica, típica de un nefelibata, de esos que viven sin poner los pies en la tierra, con la cabeza en las nubes. Soñaba con cirros, nimbos y celajes aborregados. Bastaría copiar la rosa de los vientos para hacer levitar con rumbos diferentes: el cierzo, la galerna, el siroco, la tramontana, el céfiro, el vulturno, el gregal y el mistral. Hasta la página en blanco iba a hincharse como una vela. Pero no. No es posible hoy en Medellín escribir sobre las nubes y los vientos: solo puede escribirse sobre la porquería del aire que respiramos. El viento austro produce enfisema; asma, el solano; EPOC, el poniente. Y todos los malos aires no nos traen otra cosa que enfermedad y muerte. Así que en vez de poeta uno se tiene que volver articulista de denuncia y protesta.

¿Por casualidad no han tenido tos últimamente? ¿Sinusitis, flemas, estornudos, asfixias? ¿Cáncer de pulmón o bronquitis aguda? Normal. Mi neumólogo, Héctor Ortega, lo denunciaba hace pocos días en un video: el aire que respiramos en nuestras ciudades contaminadas nos enferma. Y si queremos saber adónde vamos basta mirar a la China, de donde se importan (muy baratas) la mayoría de las motos de dos tiempos. Hoy en Pekín las máscaras anti contaminación forman parte del atuendo diario de la gente. En los desfiles de moda de Shanghái los maniquíes salen con mascarillas de distintos modelos: rosadas, para que combinen con la cartera; marrón, para hacer juego con los zapatos; rojas, para que no desentonen con el tanque de la moto nueva. Una belleza. Y para allá vamos. Yo mismo acabo de encargar una máscara con filtro para humo y partículas, pues de otro modo caminar o usar la bicicleta es más dañino que bueno.

Y sin embargo se podría hacer algo. Los alcaldes podrían hacer muchas cosas. En vez de estar peleando por el metro subterráneo de Petro o por el elevado de Peñalosa, hay que hacer pronto el más práctico, cualquiera que sea. Y hacer más líneas de metro y de tranvía en Medellín. En Hong Kong (que tiene un aire menos malo que el de sus hermanas chinas) hay viaductos elevados con cintas transportadoras (tapis roulant) que suben por las faldas de la montaña para que la gente camine con menos cansancio hasta las casas que quedan en la cuesta. Alrededor de cada estación florece un comercio vivo y limpio.

Nuestras ciudades propician cada vez más el uso contaminante de las motos, porque en vez de privilegiar el transporte público están pensadas para el automóvil y los vehículos individuales. Las universidades son grandes parqueaderos (deberían ser cada día más caros), y en ellas no se propicia la práctica del carro compartido, y casi nunca se estimula el uso de la bicicleta. Las ciclorrutas (sobre todo en Medellín) están en pañales, y los que nos arriesgamos a ir en bicicleta tenemos que circular por las aceras, a ver si los camiones no nos matan ni las motos nos atropellan.

Si el bus cuesta dos mil pesos, y a un trabajador le toca coger dos o tres buses a la ida y otros tantos a la vuelta, las cuentas no le dan: sale más barata y más rápida una moto. Aunque luego esa decisión, racional en el precio, se pague con la muerte de peatones ancianos, o del mismo motociclista (las cifras por accidentes de tránsito son aterradoras, tan horribles como las de enfermedades respiratorias). Hay que ofrecer tarifas de transporte baratas, subsidiadas, y acabar con la mafia de los transportadores que pretenden meter al centro todas las rutas de los buses.

Ya ven, es imposible divagar sobre los cúmulos nimbos, sobre los ciclones y el efecto Coriolis, sobre los huracanes enardecidos por el calentamiento global, sobre los lánguidos y delicados alisios que ya no se llevan la humareda. Le toca a uno suplicar a los alcaldes que dejen de jugar a policías y ladrones y se concentren en el transporte limpio (eléctrico) y en el aire bueno.

¿TIENE TESLA LA LLAVE DEL FUTURO?

Mauricio Botero Caicedo

Que el futuro del transporte –vehicular, aéreo y marítimo– es eléctrico, no se presta a mayor debate. El carro, el avión y el barco eléctricos ya están inventados y lo que se discute es cómo suministrar y almacenar la electricidad. Lo que no está del todo claro es cuál de las dos tecnologías va a prevalecer: baterías convencionales que a su vez se recargan en la red o ‘celdas de hidrógeno’, dispositivos que permiten convertir el hidrógeno en electricidad mediante un sencillo proceso químico; y que serán recargadas en estaciones muy parecidas a las actuales gasolineras. Inclinados por las ‘celdas de hidrógeno’ no solo están buena parte de los grandes distribuidores de combustibles del mundo como Shell, sino gigantes automotrices como Toyota. Para las grandes empresas de combustibles, la preferencia por el hidrógeno es obvia ya que –mediante importantes modificaciones– pueden mantener la misma red de estaciones. Por el contrario, si la electricidad se toma directamente de red o ‘grilla’, recargar un carro se hace en cualquier parte, desde un parqueadero hasta en la vivienda. En este último caso, los generadores y distribuidores de electricidad y los fabricantes de baterías son los que van a mandar la parada, y las grandes petroleras tendrán que cambiar de negocio.

Las ‘celdas de hidrógeno’ tienen sobre la electricidad tomada de la ‘grilla’ dos enormes ventajas: la autonomía de los vehículos es alta y el tiempo de recarga es mínimo, no más de algunos minutos. La desventaja es que el hidrógeno, al ser altamente explosivo, requiere en su manipulación importantes precauciones. En el otro lado de la moneda, a favor de los vehículos que toman la electricidad directamente de red, aparte de otros fabricantes de vehículos, está Tesla y Elon Musk, quien considera que los vehículos de hidrógeno son una insensatez, porque el rescatar el hidrógeno del agua, por citar un ejemplo, y separarlo para que a su vez se convierta nuevamente en electricidad requiere enormes cantidades de energía eléctrica.

El lastre hoy en día de las baterías es su costo, peso, tamaño, tiempo de recarga y limitada autonomía. Pero el costo de las baterías, medido en dólares por kWh ha disminuido drásticamente. De estar en cerca de 600 dólares ha bajado a 190 dólares, y Musk pronostica que en sus nuevas factorías en Nevada y California va a producir baterías a 125 dólares el kWh. Los expertos estiman que la masificación de los vehículos eléctricos se va a dar cuando el paquete promedio de baterías para un carro eléctrico cueste como máximo 5.500 dólares. Es decir, 100 dólares el kWh. Si los sueños de Musk se cumplen, el tomar la electricidad directamente de la ‘grilla’ será una mejor opción que utilizar energía eléctrica para producir hidrógeno, que a su vez se convierte nuevamente en electricidad.

Las grandes urbes van en breve a prohibir los motores de combustión interna. Tanto Ámsterdam como París ya han anunciado que antes del 2025 no podrán circular automóviles de gasolina o diésel. Holanda piensa prohibir para el 2030 todo vehículo que utilice recursos fósiles como gasolina. En Colombia las autoridades parecieran ignorar la revolución eléctrica en el transporte que se está gestando. Con excepción de un puñado de cupos con menor arancel e IVA, y una que otra ventaja en el ‘pico y placa’, las autoridades poca cuenta se dan de la inminente transformación del sector. Cuando lo hagan, puede ser muy tarde.

DEPORTES
EL ESPECTADOR

FALCAO, EL MEJOR DEPORTISTA DE LA HISTORIA

Luis Carlos Vélez

Cuando Falcao saltaba para celebrar a rabiar su segundo gol contra el Manchester City, con la mano empuñada, luego de errar un penalti, no solo estaba desquitándose de la mala suerte de fallar un cobro desde los doce pasos, estaba confirmando que es el mejor deportista en la historia de Colombia. No lo digo solo por su palmarés como futbolista, que lo tiene como uno de los más grandes del mundo, sobre todo luego de llegar a 43 goles en 48 encuentros en el fútbol europeo, o por ser el único colombiano que marca un doblete en octavos de final de la Champions o por tener 10 años haciendo goles con la selección, lo digo porque él representa el mejor regreso en la historia del deporte de nuestro país y un ejemplo de perseverancia, trabajo, disciplina, fe y fortaleza mental. Atributos altamente escasos en nuestro deporte nacional.

Todos conocemos la historia de Falcao y su lesión de ligamento cruzado anterior en la rodilla izquierda antes del Mundial de Brasil. Antes de haber sido retirado por los médicos del campo en ese partido del 22 de enero del 2014, El Tigre era la estrella con la que contaba la selección Colombia. Antes del Mundial se hablaba de su posible paso al Real Madrid y nadie discutía su capitanía. Antes de recibir el golpe que lo dejó por fuera de las canchas, Falcao era el hombre de mostrar, antes que el mismísimo James. Pero esa tarde, la tarde del golpe, todo cambió y luego, como un castillo de naipes, su carrera se derrumbó. Radamel pasó al Manchester United, donde no duró y luego como una estrella fugaz se puso el azul del Chelsea, de donde también se tuvo que ir. Pero afortunadamente para el fútbol y para el país, regresó.

Sí, por el país. Colombia es un nación donde nos han sobrado los ídolos de barro. Ante la ausencia de intelectuales o científicos, nuestra sociedad se mira, en el mejor de los casos, en el espejo de los deportistas que logran reconocimiento en el exterior. Nos inspiran sus victorias, pero no nos sorprenden sus fracasos o desmanes. A través de los años nos hemos acostumbrado a boxeadores que dilapidan sus fortunas y se entregan a las drogas o a futbolistas que pierden grandes oportunidades por entregarse a la noche y a las mujeres. Por eso son tan pocas las historias como la de Falcao. Una travesía que nos deja enseñanzas y ganas de levantarnos a combatir, a enfrentarnos a nuestros propios miedos, a tener amor propio, a confiar en un ser supremo, a ser disciplinado y a trabajar de manera honesta y contundente.

Cuando veo a Falcao correr con determinación, devorarse el área a cada paso y rematar al arco como si tuviera un cañón en cada pierna, también pasan por mi mente sus imágenes lesionado y sus videos y fotografías trabajando para recuperar su forma y competitividad.

Un día antes del partido con el Manchester City, Falcao puso en su cuenta en Instagram un video que decía: “Fe es estar convencido aun cuando no se puede ver”. Pocos como él nos han enseñado que el éxito se logra con 90 % de esfuerzo y 10 % de inspiración. Esos son los ejemplos que Colombia necesita, no los de los narcos, especialistas en corrupción, el dinero fácil y el ventajismo. Por eso y más, Falcao es el deportista más importante en la historia de nuestra nación.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

SE HACE ASÍ

Fernando Araújo Vélez

Y decimos y nos dicen y repetimos “se hace así”, y no nos percatamos de que cada vez que lo decimos y lo creemos le ponemos un ladrillo más al monumento de los absolutos, y le clavamos una cuchillada a la emoción de descubrir. “Se hace así, se dice así, se piensa así”. Frases con apariencias ingenuas que han ido marcando caminos y sistemas de vida. Frases que van y que vienen y que nos han convencido de que hay que estudiar y seguir el manual, los manuales, escritos e impresos desde hace años, siglos. Frases y manuales que nos han llevado a considerar la vida como una obligación.

“Se hace así”, decimos, y con esas tres palabras vamos entendiendo la vida como un tener que hacer, y empezamos a tener que hacer a los tres años, cuando nos matriculan en nuestro primer salón de clases. Ahí nos topamos con nuestra primera profesora-verdad-absoluto, que nos va adoctrinando sobre miles de “se hace así”, y pasan veinte y vienticinco años y continuamos con más profesores-verdades-absolutos, y con tanto tiempo metidos en salones, con horarios y uniformes y obligaciones, terminamos por repasar en vez de pensar. Repasamos viejos libros, viejos apuntes, viejas instrucciones.

“Se hace así”, gritamos, y con nuestro grito le hacemos monumentos a lo perfecto, a la idea de lo perfecto, sin comprender que no hay perfecciones, y que deberíamos aplaudir al hecho de que no las haya para tener la posibilidad de buscar y de seguir buscando, de descubrir, de caminar. La perfección nos mata, la seguridad nos mata, el manual nos mata. Sin embargo, el simple “se hace así” es una seguridad, una supuesta perfección, un manual de infinitas páginas y reglas. “Se hace así” es el arma de quienes pretenden que todo se haga a su manera, bajo sus condiciones. “Se hace así” es la opresión.

“Se hace así” es la cada vez más profunda división de clases entre los que se atiborraron de cartones y posgrados porque tuvieron con qué pagar esos títulos, sin que les importara mucho el conocimiento, y quienes nos convencimos de que el conocimiento sólo se logra en un aula. “Se hace así” es la bomba que nos ha explotado en la cara y he hecho añicos la alegría de conocer, de descubrir, de hacer por nuestra propia cuenta, así nos demoremos un poco más. “Se hace así” es el puñal que nos clavamos y nos clavaron para dejar de vivir a nuestra manera.

ESPIRITUALIDAD

VANGUARDIA

¿QUÉ DIRÁ LA GENTE?

Euclides Ardila Rueda

Estamos en mora de romper con la dependencia emocional que nos une a ‘los otros’. Valorémonos y recobremos el contacto interior con nuestros sueños, necesidades, principios y aspiraciones. ¡Hagámoslo sin importar lo que diga la gente!

Es un arma letal que corroe la autoestima. También es un freno para el carácter y, en más de una ocasión, esa expresión menoscaba nuestros proyectos. Hablo del ‘qué dirán’.

Esas dos palabras son saboteadoras de sueños. Solemos vivir pendientes de las percepciones de los otros, olvidando que somos autónomos y libres para actuar.

Por alguna extraña razón hacer lo que deseamos supone el ‘quebranto’ de ciertas normas que en el papel parecen ‘estar bien’, pero que lo único que hacen es paralizarnos.

De manera adicional, asumir esta actitud hace que vivamos de apariencias e incluso que nos convirtamos en personas inconformes.

El odioso ‘qué dirán’ nos obliga a utilizar caretas y nos convierte en seres frustrados, amargados, resentidos y algo frívolos; todo porque sin quererlo vamos desarrollando un descontento interior que nos arruina nuestra existencia.

Nos da miedo emitir nuestros puntos de vista para evitar la confrontación. También decidimos realizar determinadas cosas solo para satisfacer las expectativas de quienes nos rodean, pasando incluso por encima de nuestras aspiraciones.

Lo que sucede es que nuestro proceder vive impregnado de prejuicios sociales, de percepciones o de críticas que, en más de una ocasión, son destructivas.

Si queremos realizar algo y nos preparamos para asumir el reto, debemos animarnos a hacerlo posible más allá de los ‘comentarios no solicitados’ de los demás.

¿Por qué no hacer lo que sentimos? ¿Acaso no podemos atrevernos a ser nosotros mismos?

Tenemos la tarea pendiente de ser consecuentes con lo que pensamos, con lo que decimos y con lo que hacemos. Nos corresponde tomar nuestras propias decisiones, sin las influencias o recomendaciones ajenas.

Ni a usted ni a mí nos obligan a vivir vidas ajenas. Si tenemos poder de decisión y si somos conscientes del paso que vamos a dar, debemos avanzar.

¿Y si alguien no está de acuerdo?

Pues debemos respetar ese punto de vista, pero no estamos obligados a compartirlo.

No podemos seguir actuando según los criterios de todo el que se entromete en nuestra vida. Los ruidos de las formas de pensar de ‘los otros’ tienen el poder contaminante de apagar nuestras decisiones.

No podemos pretender ser aquello que no somos, ni callar por siempre nuestra forma de pensar o nuestros anhelos, solo por no lastimar a ‘x’ o ‘y’ individuo.

Nuestro equilibrio personal es lo primordial. Démonos la oportunidad de hacernos respetar o, al menos, esforcémonos por complacer más a nuestras voces interiores que a las de los demás.

Lo anterior implica aceptarnos, resaltando nuestras virtudes y, por supuesto, corrigiendo las cosas en las que fallamos.

¡Dios lo bendiga!

FARANDULA
EL TIEMPO
'YO ME LLAMO' 'RATING' 

Ómar Rincón

Caracol ya no tiene que inventar nada, le basta con cumplir el pacto emocional con el televidente.

La televisión es estética de la repetición, lógica del reconocimiento y pacto emocional-narrativo con las audiencias.

Por eso, Caracol ya no tiene que inventar nada, le basta con cumplir el pacto emocional y cultural con el televidente.

Llegó ‘Yo me llamo’, y viene igualito que siempre. Estética de la repetición: unos jurados tiernos y burleteros, unos colombianos que lo dan todo por 20 segundos de pantalla y músicas de amor, despecho y baile.
Lógica del reconocimiento: los colombiches nos creemos musicales, le cantamos y bailamos a todo. Pacto emocional: el televidente quiere relajarse, pasar un buen rato, reírse y sentirse moralmente superior a los colombianos que salen en la pantalla.

‘Yo me llamo’, como todos los años a las 8 de la noche, está ahí, y el televidente agradece la visita. ¿Buena televisión? Sí, les cumple al televidente y su relajación. ¿Televisión de calidad? No, porque no hay riesgo, creación o búsqueda, solo conformismo.

Veamos el ‘rating’ de un día (viernes 17 de febrero de 2017) para ver qué nos dice del televidente colombiano: el primero fue ‘Yo me llamo’ (Caracol), 16 ‘rating’/ 47,8 ‘share’. El ‘share’ es el total de los televisores prendidos en un momento, en este dato es impresionante este programa. Esto significa que en Colombia se canta, y la música es el modo de convivir. Amparo Grisales, muy bien actuando su papel de diva y vedete.

El número dos más visto fue ‘Polvo carnavalero’ (Caracol) / 9,9 rating/28,2 share. Se celebra el humor popular que hace chistes, morbosea y se emborracha. El tres fue ‘Alias J. J.’ (Caracol), con 8,8 rating. Nuestra alma narco se reconoce en estos personajes sin moral, honra o conciencia. Una Colombia donde todo vale para hacer billete.

El cuarto fue ‘Noticias Caracol 7 p. m.’ (Caracol), con 8,5 ‘rating’. Impresionante audiencia para un noticiero en el que cabe tan poco país.

El dominio es total de Caracol, luego viene RCN con ‘La ley del corazón’, en el puesto cinco, con 8,3 puntos; esta serie merece mucho más porque es hecha con cuidado, tiene reparto de lujo y con humor nos retrata en nuestro clasismo y nuestros modos de resolver los conflictos a punta de abogados.

Y luego están ‘Francisco el matemático’ (RCN), con 5,8 puntos de ‘rating’, otra buena serie con conflictos muy verdaderos que debería tener mejor acogida entre el público.

RCN no tiene otros programas entre los 10 primeros, su ‘Comandante’ sobre Chávez tiene un pobre 3,4 y ‘RCN Noticias’ no marca.

La reflexión es simple: la televisión se hace desde y en los gustos de lo popular, si se quiere tener ‘rating’ hay que buscar proveer de reconocimientos culturales.
Y Caracol lo hace bien en retomar y celebrar los gustos de la gente; lo hace mal en que no quiere transformar esos gustos, sino conformar.

RCN lo hace mal en cuanto asume lo popular como burla y no como valor, pero lo hace bien al proponer otras temáticas y estéticas.

Si les creemos al ‘rating’ y a Caracol, Colombia es música, cuentachistes, narco, goles y sensacionalismo.

EL COLOMBIANO
“ES MUY DIFÍCIL SER COMO SOY”: AMPARO GRISALES

Yo me llamo sin Amparo Grisales no sería lo mismo, no tendría esa chispa, picante y polémica que la artista le imprime en cada una de sus intervenciones.

La actriz le da un plus adicional a este popular realiti de Caracol, que busca el mejor doble de reconocidos intérpretes musicales.

A diferencia de la mujer fuerte que vemos cada noche, Amparo reconoce que es una mujer frágil y sensible, especialmente cuando se trata de su familia. La reciente muerte de su mamá la afectó demasiado, por eso las lágrimas ahora se le escapan con más facilidad.

Está feliz al lado de sus compañeros de set, en César Escola reconoce, además de un amigo, un maestro, un conocedor de la música.

Amparo Grisales habló con la revista VIERNES no solo de Yo me llamo, sino sobre su vida, sus emociones y su personalidad.

¿Cómo te has sentido en esta temporada del programa? 
“De lágrima, de risa y de mucho humor. De mucha emoción y de mucho látigo también, porque hay que decirles la verdad a los participantes. No me gustan las medias tintas, creo que eso es lo que me ha caracterizado, que soy frontal, que voy de frente. Por eso la gente confía tanto, como soy pura verdad, me creen aunque a veces los hiera un poco, pero sin ofender.

La gente, aunque uno no quiera, a veces hiere, pero nunca tengo el ánimo de ofender, sino de ponerlos sobre la tierra, bien firmes.

Al programa le pongo todo el cariño y amor que siempre me caracterizan, que es el que siempre les pongo a todos mis trabajos”.

¿Cómo ha sido la interacción con Pipe y César Escola?
“César es la experiencia total, es maestro en música, lo conozco desde que me dirigió musicalmente en Doña Flor y sus dos maridos. Él llegó hace muchos años a Colombia, cuando se hacían los grandes musicales de Fanny Mikey, que ya no se hacen infortunadamente porque no hay mucho patrocinio, y desde ese tiempo que llegó al país somos amigos. César hizo música para mi show, nos conocemos muy bien, lo admiro muchísimo, es un gran ser humano y viene con el látigo afilado. Y bueno, Pipe representa a la nueva generación con su música popular, es un chico joven con la experiencia de subirse a un escenario, de estar frente a las cámaras. Entonces cuando hay experiencia y cuando hay respeto por tu profesión siempre hay camaradería y todo fluye en armonía”.

¿Qué tan difícil es ser Amparo Grisales?
“No todo lo que ven es como lo pintan. No todo lo que leas de mi, lo creas. No todo lo que escuches de mí, tampoco lo creas. Es muy difícil ser lo que soy. Soy un ser humano lindo, soy buena persona, soy trabajadora y me quiero muchísimo a mi misma, porque cuando no te quieres a ti mismo no puedes querer a nadie más. Soy una persona que me considero muy libre, dedicada, disciplinada y con una voluntad de hierro. Lo demás que lo digan los que conviven conmigo, los que trabajan a mi lado, los que me aman y me han dejado de amar. La esencia es mi esencia”.

Te desgastan las polémicas...
“Amo lo que hago, me gusta estar en armonía con las personas, no me gusta confrontarme con nadie.
No me meto en la vida de nadie. No me gusta juzgar a los demás en el sentido personal, porque estaría contradiciéndome”.

¿Qué tan cercana eres a la Amparo que vemos en Yo me llamo?
“En este momento estoy como jurado, soy un juez, a un nivel artístico, pero en la vida real no me gusta juzgar ni herir ni tratar mal a nadie. Me gusta ser buena persona, como dice Juanes, porque es lo único que queda”.

¿Cuál es el encanto de Yo me llamo?
“Lo lindo de estos programas es que como su nombre lo dice son realities y yo siempre me he caracterizado por ser real, tanto en mis personajes como en la vida real.

Soy una persona muy franca, muy sincera, una persona que enfrento y confronto, no me gusta que me mientan, ni que me anden las hipocresías. El que habla detrás de mí es porque yo voy unos pasos más adelante”.

¿El tema de la muerte de tu mamá te afectó mucho?
“Tengo todas las facetas de un ser humano. Todos experimentamos emociones fuertes en algún momento de la vida. Tengo mis debilidades y también soy frágil. Hay cosas que me hacen doblar de la sensibilidad, especialmente lo relacionado con mi familia. Y justo en el primer capítulo me tocan a mi mamá, que se fue hace muy poco.

Uno puede tener carácter, ser firme y estricto, pero no puedes perder la sensibilidad, sin ella no podría ser actriz, porque los artistas vivimos de las emociones y de ponernos en el corazón de otras personas. Entonces creo que soy todo: fuerte, frágil y sensible. Tengo el sentido del humor, muy negro, a flor de piel y cuando todo eso se mezcla gusta”.

¿Te atreves a dar un consejo a las nuevas generaciones?
“Que nunca dejen de soñar, dicen que uno muere y envejece cuando no hay sueños ni esperanzas, la idea es que nadie te eche los sueños al piso.

Cuando fracasas en algo, cuando te dan un no, es para que retomes con más fuerza. Igual, hay que estudiar y meterle mucha disciplina a lo que uno quiere hacer”.

LA PATRIA

PARTIÓ AL MÁS ALLÁ JOTA MARIO VINASCO
Orlando Cadavid Correa
El periodista caldense Jota Mario Vinasco acaba de cerrar su ciclo vital en San Antonio, la séptima ciudad más poblada de los Estados Unidos y la segunda del estado de Texas.

Nacido en Riosucio el 25 de marzo de 1937, su deceso se produjo el domingo 19 de febrero, a causa de una invencible  enfermedad  terminal. En el momento de su fallecimiento lo acompañaba  su señora madre, doña Deyanira Vinasco, admirable ejemplo de longevidad. (Tiene 101 años).  También le sobreviven sus cuatro hermanos: Mercedes, Marta, Darío y Diego. Se casó con Blanca Baquero, unión de la que hubo un hijo (John) radicado en USA.

Se fue Jorge Mario sin dar respuesta a muchos interrogantes que nos hacíamos sus compañeros de travesía en el “Cuarto poder”, pero los resolvimos finalmente con el apoyo del notario público Eduardo González Montoya, y de Diego Vinasco, hermano del finado.

En su ciudad natal cursó la primaria en la escuela Luis Salas; inició la secundaria en el Instituto Los Fundadores y la terminó en el Colegio Los Andes, de Pereira. Trabajó en Cicolac, en el Valle; en el Banco de Colombia, de Riosucio, y fue inspector de tránsito de la Perla del Occidente. Empezó su carrera de locutor y periodista en Armonías del Ingrumá, emisora de la que llegó  a ser gerente.  De esta pequeña estación dio el salto a Radio Manizales, en 1977, atendiendo una oferta del autor del Contraplano.    

Como redactor de noticias, en “Crónica”, (donde hizo la primaria periodística) Jota fue un perfeccionista infatigable. En una jornada matutina lo vimos escribir cinco o más veces la misma información, a la que le daba su propio “visto bueno” cuando consideraba, finalmente, que “había quedado apta para salir al aire, como si la hubiese preparado el director Cadavid”. Pulía sus noticias con la misma devoción con la que corregía su soneto un poeta de “Las 13 pipas”.

Ante el precario aporte que hacía, a veces, para la siguiente emisión del informativo, argumentaba que carecía de buenas fuentes, como sí las poseían sus compañeros de la redacción, y aprendió que “el periodista tenía derecho a ser un aliado de la mala suerte, pero ello no le daba derecho a vivir “chiviado” por sus colegas.

Vinasco compartió nómina, en “Crónica”, con Evelio Giraldo, Jairo García, Darío Agudelo, Darío Sanin, Iván Darío Goez, Carlos Botero, Néstor Gartner  y Diego Valdés. Después se mudó a La Voz del Ruiz y Radio Reloj, de Caracol, y luego lio bártulos hacia territorio estadounidense. Vivió en New Yersey, Miami y Texas.

Su gran amigo, el notario González, establecido en Bogotá, nos dio cuenta, así, de su muerte: “El (Jota Mario)  me llamó con alguna frecuencia en los últimos dos años, desde Texas. La última fue el 8 de enero, pero hace unos 15 días una abogada amiga me comentó que él estaba muy mal y quería despedirse. Me dejó el contacto de una hermana (Mercedes) a quien llamé y lo acompañó todo el tiempo. El domingo a primera hora falleció acompañado de su mama (doña Deyanira) de 101 años. Increíble. Estimo que no fue muy larga la enfermedad. En enero lo sentí bien. Como el lunes fue festivo en Estados Unidos lo enteraron el martes 21 de febrero”.

Para episodios tan tristes, apelamos a esta sentidísima tonadilla andaluza:

“Algo se muere en el alma, cuando un amigo se va/ Y va dejando una huella que no se puede borrar.

No te vayas todavía, no te vayas por favor/ no te vayas todavía que hasta la guitarra mía/ llora cuando dice adiós.

Un pañuelo de silencio a la hora de partir/ porque hay palabras que hieren y no se deben decir.

El barco se hace pequeño cuando se aleja en el mar/ y cuando se va perdiendo qué grande es la soledad.

Ese vacío que deja el amigo que se va/ es como un pozo sin fondo que no se vuelve a llenar”.

La apostilla: Duro y cruel cuando se trataba de paralelos en el oficio, alguna vez, al referirse a lo esclavizante que ha sido la radio para los cazadores de primicias, el Jota Mario aportó esta frase en una tertulia mañanera en el finadito Café El Polo: “El periodista tiene derecho a morirse, pero no tiene derecho a enfermarse”.  ¡Paz en su tumba!

